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INTRODUCCION. 

La cada vez mayor intervención del Estado en la vida 

económica en general y en la industria en particular, fué el origen 

de este trabajo. Día a día se ve el aumento de esa intervención en 

todos los órdenes, en todos los aspectos. 

El alcance de este trabajo es modesto. Pretender abar­

car todas aquellas disposiciones legislativas de índole administrativa 

que en una forma u otra tienen relación con la industria, saldría de la 

capacidad del suscrito y de los razonables límites que un trabajo de 

este tipo debe tener. La meta fijada, ha sido presentar un cuadro ge­

neral de la actual legislación administrativa aplicable a la industria, 

para pasar a hacer un somero análisis de algunas de las más· impor­

tantes leyes. 

No creo haber logrado todas las metas impuestas, más 

si estoy seguro y por ello satisfecho de haber puesto todo el empeño 



posible para darle a este trabajo cúspide de mis estudios en esta 

"·acultad, la seriedad que requiere y la mayor profundidad posible. 

En este trabajo se tocan temas tales como los eco­

n6micos, a los cuales me llevó a estudiar sólo el atrevimiento pro­

pio de mi juventud, con la pasión también inherente a ella. 

Valga ésta como disculpa y que la tomen en cuenta en su alta consi­

deración los sei'tores Sinodales integrantes de mi Jurado, 



CAPITULO I 

EL ESTADO Y LA EMPRESA INDUSTRIAL 



.) 

1, - NUESTRO REGIMEN CONSTITUCIONAL EN MATERIA ECONOMICA. 

En la actualidad suman decenas las doctrinas, teorías 

y sistemas económicos diferentes, sin embargo pueden ser agrupados 

en dos bandos, los mismos que dividen al mundo, oriente y occiden­

te, Este último, basado en la dignidad humana, la libertad individual 

y la propiedad privada de la tierra y medios de producción y el prime­

ro, que bajo el principio de una igualdad de clases entrega en manos 

del Estado la libertad individual y la propiedad privada de la tierra y 

de los bienes de producción. 

El objetivo de todo sistema económico es indudablemen­

te el de procurar un mejor y mayor desarrollo económico. Dentro de los 

sistemas de los paises occidentales, su fin es además de procurar el~ 

var el nivel de vida económico social de la población, el de crear el 

ambiente que ofrezca al individuo las oportunidades de su libre desen­

volvimiento espiritual y material. Ahora bien, a simple vista el cami­

no más lógico para alcanzar un alto grado de desarrollo económico pa­

recería el de adoptar el mismo sistema económico de aquel País que se 

encuentre a la vanguardia; sin embargo no puede ser así, pues las con­

diciones y medios con que contó ese País, difieren en lo histórico, en 

lo social, en lo político, en lo económico y hasta en lo filosófico. No 

por ello puede negarse la conveniencia de adoptar 'y acoplar aquellas 

medidas que puedan compaginar en todas sus dimensiones con el País 

que busque desarrollo. De ahí que creo podemos afirmar que la casi 

totalidad de los países tienen su propio sistema económico, aunque 
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por sus lineamientos generales y primordialmente por la posición que 

guarde el individuo frente al Estado, puedan ser catalogados dentro 

de un sistema u otro. 

Nuestros Constituyentes del 17 no buscaban un nuevo 

sistema económico, ni trasplantar uno extraño, conocían el daño que 

ello implicaría; su misión era el plasmar en la Constitución aquellos 

principios sustentados por el Constituyente del 57 pero que no habían 

sido inscritos en el texto de la misma¡ era el darle vigencia a esa 

Constitución que no había sido respetada por un régimen despótico 

que había llevado a la lucha revolucionarla. Esta interpretación del 

sentir del Constituyente del 17 es del Lic. Eduardo Bustamante basa -

da en el Diario de Debates del Congreso Extraordinario de 1856. Co-

mo prueba de ello el Lle. Bustamante cita una frases pronunciadas * 

por Ignacio Ramirez y Ponciano Arriaga de las que se pregunta en que 

difieren de los actuales artículos 27 y 123. 

"El derecho de propiedad no se confirma y precisa sino 

por medio del trabajo y de la producción; la acumulación de grandes 

propiedades territoriales sin trabajo, cultivo o producción perjudica 

el bienestar común y es contrario a la índole del gobierno democráti-

co. El grande y verdadero problema social de México es emancipar 

al jornalero, esta aspiración exigida imperiosamente por la justicia 

asegurará al trabajador no solamente el salario que conviene a su 

subsistencia, sino al derecho a dividir las utilidades con el empre-

sario." 

* Lic. Eduardo Bustamante. Conferencia Cursos de Invierno 1957. 
U .N ,A, M. Escuela Nal. de Economía 1958. Pág. 128. 
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Es así que nuestra Constitución sigue teniendo principios 

liberalistas, pero a la vez faculta al Estado para intervenir en la Econo­

mía con dos fines primordiales; el primero, que ayude a lograr un mayor 

desarrollo económico y el segundo que evite un liberalismo irrestricto que 

sea en "perluicio del público en general o de alguna clase social". 

Dentro de los principios liberalista& /que guarda nuestra 

Constitución destacan los siguientes: 

a) En el Artículo 4o. consagra la libertad de trabajo, pro­

fesión, industria o comercio, así como el derecho de ser respetado el 

producto de su trabajo. 

b) En el Artículo 28 asegura la libre concurrencia, la cual 

con la libertad de trabajo queda asegurada con el Artículo 14 que estable­

ce "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propieda­

des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribu­

nales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con an­

terioridad al hecho". 

En suma considero que la libertad de trabajo, industria o 

comercio, el reconocimiento y protección al fruto del trabajo, es la liber­

tad de empresa de una economía liberal, y deja a la economía en manos 

de ella al proclamar y proteger la libre concurrencia. 

Existen dos argumentos más en nuestra Carta Magna en 

favor de la existencia de una economía de libre empresa, ei primero es­

tá en el mismo artículo 27 que hace directa referencia a ella al estable-
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car: IV "Las sociedades comerciales, por acciones, no podrán adqui­

rir, poseer o administrar fincas rústicas, Las sociedades de esta cla­

se que se constituyeren para explotar cualquier industria fabril, mine­

ra, petrolera, o para algún otro fin que no sea agrícola , podrán ad qui -

rir, poseer o administrar terrenos únicamente en la extensión que sea 

estrictamente necesaria para los establecimientos o servicios de los 

objetos indicados, y que el Ejecutivo de la Unión, o de los Estados, 

fijarán en cada caso"¡ el segundo están en el artículo 123 y muy es­

pecialmente en el Quinto Considerando a las reformas a las fracciones 

VI y IX del inciso "A" relativas al Reparto de Utilidades a los Trabaja­

dores de las Empresas, de este artículo en el que, además de una cla-

. ra referencia al sistema liberal, considera a la empresa privada (obje­

to de la institución que regula) como un medio para el desarrollo indus­

trial del País: "pues las comisiones especiales que deben fijar dicha 

participación en los términos de la fraccíón IX inciso "A" del artículo 

123 Constitucional, carecen de capacidad para ello, ya que la deter­

minación del porcentaje que haya de corresponder a los trabajadores 

debe hacerse con un criterio uniforme y previo un estudio minucioso 

de las condiciones generales de la economía nacional, tomando en 

cuenta gye el capital Uene derecho a un interés razonable y al~ntador, 

qye ¡,ma oarte de las ytiUdades debe reinye¡:tirse y, consiqerando toqos 

esos elemento~ en relac16n con la necesidad de fomentar el desarrollo 

industrial" . 

Las facultades al Estado para intervenir en la Economía 
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se encuentran basadas en los siguientes principios que establece la 

Constituci6n y que son respuesta a la necesidad de que el Estado in­

tervenga primero por imperativos de justicia social y en cumplimien­

to a los ideales de quienes fueron a la lucha armada en 1910; y se­

gundo, para ayudar y asegurar un desarrollo económico ya que el li­

beralismo irrestricto dió muestras de no poder lograrlo además de ahon 

dar más los desniveles económicos entre la población. 

a) En el artículo 2 7 retiene para la naci6n "el derecho 

de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el inte-

rés público, así como regular el aprovechamiento de los elementos na­

turales susceptibles de apropiaci6n, para hacer una distribución equi­

tativa de la riqueza pública y para cuidar de su conservación". En es­

te tercer párrafo se puede encontrar algo más que límites a la propie­

dad de la tierra, son límites a la "propiedad privada" que es la médu­

la de la 11 empresa privada" con lo que faculta implicitamente al Estado 

para imponerle a esta última las modalidades "que dicte el interés pú­

blico", es así como antepone el interés de la colectividad al individual, 

pero con sus límites, la dignidad de la persona humana individual. 

En el artículo 4o. en que garantiza la libertad de traba -

jo encontramos este principio social opuesto a un individualismo al es­

tablecer "El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determina -

ci6n Judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolu­

ción gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuandQ se 

ofendan lgs derechos de la Sociedad". 
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b} En el mismo artículo 28 a la vez que consagra la 

libre concyrrencia condena y prohibe monopolios y estancos, auto­

riza al Estado para intervenir en esa libre concurrencia al estable­

cer: "En consecuencia, la Ley castigará severamente, y las autori­

dades perseguirán con eficacia, toda concentraci9n o acaparamien-

to en una o pocas manos de a(1:!culos de consumo necesario rn 

tenga por obleto obtener el alza de los precios; todo acto o procedi­

miento que evite o tienda a evitar la libre concurrencia en la produc­

ción, industria o comercio o servicios al público; todo acuerdo o com­

binación, de cualquier manera que se haga, de productores, industria­

les, comerciantes y empresarios de transportes o de algún otro servi­

cio para evitar la competencia entre sí y obligar a los consumidores 

a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una 

ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determi­

nadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase social" 

c} Reconoce, otorga, reglamenta y vigila los derechos 

del trabajador y del campesino dedicándole al primero el artículo 123 

que si bien su objetivo es una justicia social a través de instituciones 

como la del salario mínimo, reparto de utilidades y contrato de ley, 

no se puede negar la gran influencia que ejerce en la economía. 

En elartículo 27 además de dedicar las fracciones VIII 

a XVIII al problema del campo reserva en el párrafo IV al dominio di­

recto de la Nación "los recursos naturales de la plataforma continen­

tal y Ios zócalos submarinos de las islas; de todos los minerales o 
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substancias que constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta 

de los componentes de los terrenos tales como minerales ••••.••••. 

los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de 

ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; 

el petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos y ga­

seosos •.•.• "En el párrafo séptimo reserva a la Nación la generación, 

producción y distribución de la energía eléctrica. Todas estas cons­

tituyen facultades expresas para intervenir en la economía. 

d) Por último en el artículo 131 otorga facultades para 

intervenir en el comercio exterior al establecer que "El Ejecutivo po­

drá ser facultado por el Congreso de la Unión para aumentar, dismi­

nuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación, 

expedidas por el propio Congreso, y para crear otras, así como res -

tringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones y el trán­

sito de productos, artículos y efectos, cuando lo estime urgente, a 

fin de regular el comercio exterior, la economía del País, la estabili­

dad de Ja producción nacional o de realizar cualquier otro pr~pósito 

en beneficio del País. El propio Ejecutivo, al enviar al Congreso el 

Presupuesto Fiscal de cada año, someterá a su aprobación el uso que 

hubiere hecho de la facultad concedida". 

Por Jo anterior creo cabe concluir que en materia Eco­

nómica nuestra Carta Magna es a la vez equilibradamente partidaria 

de la libre empresa y la Ubre concurrencia como principio motor de 

la actividad económica y parte del derecho de libertad, lo es de un 
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Intervencionismo Estatal que debe propuganar por un mayor desarro­

llo económico por tener a su cuidado el interés público y por una jus­

ticia social que tienda a evitar el acaparamiento de la riqueza en per­

juicio de los demás, así como a elevar el nivel de vida de las clases 

débiles reconociéndoles y haciéndoles valer sus derechos, evitando 

con ello las desigualdades que un liberalismo irrestricto origina. 

Ahora bien, de acuerdo con lo expuesto, con ese régi­

men económico se ha formulado la capitulación de este trabajo y así 

en este capítulo trataré de analizar lo que se ha entendido por empre­

sa, eje de esa faceta de origen libera lista de nuestra Constitución 

y medio por el cual se desenvuelve nuestra industria; los siguientes 

capítulos los dedicaré a algunos de los aspectos a mi juicio más im­

portantes de este intervencionismo de Estado en la Industria que al 

fundarse siempre en la Ley viene a ser la Legislación Administrativa 

aplicable a la Industria. 
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2, - CONCEPTO DE EMPRESA. 

Trataremos ahora del concepto de empresa por ser ella 

la forma de organización que está acorde como hemos visto con los 

postulados liberalistas de nuestra Constitución y por ser uno de los 

medios, seguramente el más importante para lograr la industrializa -

ción del País por el Sector Privado y para el Público, uno de los me­

dios más utilizados últimamente para Intervenir en la Economía. 

La palabra empresa sugiere la idea de empeño en con­

seguir un fin; la empresa surge en el Derecho y existe en la vida dia -

ria, como respuesta a una necesidad económica de la colectividad, 

es uno de los fenómenos más típicos y que mayor influencia ejercen 

en la vida moderna. 

Es sin duda la empresa, una institución de la ciencia 

económica; pero ante la necesidad de su regulación por las relaciones 

jurídicas que se establecen entre ellas, por la protección que el Dere­

cho debe conceder a la acción legítima de los trabajadores y empresa -

rios y a los bienes que éstas explotan; por la seguridad en el abaste­

cimiento de los bienes que ellas producen; por la necesidad de con­

servar y aumentar estas fuentes de producción; pt>r la exigencia de 

considerar unitariamente a la empresa o cuando menos a los bienes 

que le pertenecen a fin de que pueda obtener créditos y ser grávada 

y transmitida y aún por su innegable influencia en la Política han 

llevado al Derecho a su estudio y regulación. 

En virtud de que como hemos dicho la empresa es una 
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institución de la ciencia económica creo necesario ver aunque super-

ficialmente que es lo que han entendido algunos economistas por 

empresa, 

a) Concepto económico. 

Según el economista guatemalteco Fabian S. Yi\uri *; 

"La empresa surge al mismo tiempo que se reducen las actividades 

productorai:: de la familia. Su oriqen reside en la división del traba-

jo y se desarrolla con el intercambio". La empresa al decir Federi:;o 

Benham ** en su curso superior de Economía es: "Una comunidad de 

producción independiente y el que la proyecta es el emprendedor." 

uEl emprendedor es el que asume la mayoría de los 

riesgos de la industria. Como la producción y la venta de las mer-

cancías exige un tiempo el emprendedor se compromete por adelan -

tado a hacer ciertos pagos a los factores de la producción que alqui-

la sin saber a ciencia cierta la cantidad de dinero que percibirá al 

vender sus productos, se compromete a pagar a sus obreros un tipo 

de salario fijo, a pagarle al propietario de la tierra una renta fija, a 

pagar réditos por el capital prestado, etc, De aquí que la ganancia 

que se deba a un aumento inesperado de los precios o a la pérdida 

que se deba a una baja inesperada, correspondan principalmente a 

los emprendedores, A través del tiempo, las ganancias fluctúan mucho 

más que cualquier otra categoría de ingresos." 

* Fabian S, Yñuri. Lecciones de Economía Política Tipográfica Nacio­
nal Guatemala, Pág. 49. 

** Federico Benham. Curso Superior de Economía Págs. 149 y 150, 
Fondo c\e Cultura Económica México. 
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El Lic, Mariano Alcacer en su libro de Economía Social 

responde a la pregunta de ¿Qué es Empresa? diciendo *: "El capital 

y el trabajo que se conjugan en la empresa, que no debe ser confun-

dida con la fábrica ni aún con la razón social o denominación de un 

negocio, La empresa es una realidad distinta, constituida esencial -

mente según un plan racional para la producción; es una organización 

productora de utilidades (bienes o servicios), destinadas dichas utili-

dades a ser vendidas con beneficio o ganancia para la propia empresa. 

Algunas veces, quizas las menos en nuestro tiempo, el empresario, es 

decir aquel que concibió la idea productiva o que la hace suya para 

realizar por su cuenta, es el mismo que aporta capital y trabajo". 

Líneas más adelante, nos dan la concepción más amplia y humanista 

de empresa al decir: "en todo trabajo humano hay ciertos caracteres 

de empresa, porque todo obrero en su esfera limitada y subalterna, 

tiene que desempeñar un papel de empresario, dado que siempre ha de 

organizar la materia prima y los instrumentos que utilice, en función 

de una idea, imprimiéndoles un reflejo de su razón y quizas de su 

genio". 

En esta definición como en las anteriores, encontramos 

la intención del economista de hacer notar lo que más adelante veremos 

hace a la perfección el Lic. Barrera Graff al diferenciar los elementos 

que integran a la empresa; la importancia y trascendencia del medio 

unificador de los elementos, que es esa organización llevada a cabo 

por el empresario. 

* Lic. Mariano Alcacer. Economía Social Curso General Cuarta 
Edición Editorial América México 1954. Págs. 74 y 76 
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No quisiera antes de terminar esta inciso y pasar a 

estudiar a la empresa dentro del Derecho dejar de hacer mención al 

concepto que nos da en su "Sociología de la Empresa" el Lic. Isaac 

Guzmán Valdivia. Al hablar del administrador de la empresa nos dice: 

*"La administración es responsable de realizar el bien común de la em-

presa logrando as! satisfacer las justas aspiraciones de los individuos 

y grupos que la componen, para que la propia empresa coopere a la rea-

Uzación del bien común de la sociedad en general y realice así la mi-

sión que en estricto rigor le corresponde", y es en función de este fin 

que debe perseguir la empresa, como la define: "Es ella una unidad 

económico-social en la que el capital, el trabajo y la dirección se 

coordinan para realizar una producción socialmente útil de acuerdo 

con las exigencias del bien común". 

bl ConceptQ iurídico. 

La empresa por su importante misión en el desarrollo 

económico de un pafs y 11or la multitud de derechos que en ella con-

vergen ha sido necesario reguiarla por el Derecho en diferentes ra-

mas, primero en el Derecho Mercantil, del cual poco a poco se ha 

ido convirtiendo en el centro de su estudio. Ahora es también obje-

to de estudio y regulación por el Derecho Laboral, Fiscal y el Marí-

timo. 

.Nuestro Código de Comercio no está basado en el con-

cepto de empresa sino en el de acto de comercio, sin embargo dicha 

institución ha venido a convertirse en la "piedra angular" de su es-

* Lic. Isaac Guzmán Valdivia. La Sociología de la Empresa. Edito­
rial Jus México 1963. Primera Edición Págs. 15 y 16. 
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tudio. "Aunque en medida mayor que en otras disciplinas esté regula­
; 

da la negociación en el Derecho Mercantil Mexicano, su rglamenta-

ción es también aquí fragmentaria, dispersa e insuficiente". "Nues-

tro viejo Código de Comercio se refiere a la empresa, en el artículo 

75; pero las distintas fracciones que hablan de ella no la consideran 

unitariamente, ni siquiera como una institución comercial sino sólo 

como supuesto de actos aislados o conjuntos, a los que se le atri-

buye calidad de mercantiles". "En cambio si presuponen la empresa 

como un organismo unitario, distintas normas que fijan la represen-

tación del factor y las relaciones de éste con el principal". "Las 

normas que sobre publicidad tiene el Código de Comercio son tam-

bién omisas de ese carácter universal de la empresa".* 

Dentro de las diferentes leyes mercantiles mexicanas 

sólo es en la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos en la que -encon-

tramos una repetida referencia a la empresa considerándola como el 

principio fundamental que la inspiró ante la necesidad "De consagrar 

legislativamente el principio de conservación de la empresa no sólo 

como tutela de los intereses privados que en ella coincidan, sino so-

bre todo como salvaguardia de los intereses colectivos de la empresa. 

En los artículos 204 y siguientes que establecen la obligación del 

Juez de seguir un orden de preferencia para la realización del acti -

vo de la empresa, el artículo mencionado en su primera fracción nos 

dice "La enajenación de la empresa como unidad económica y de des-

Uno jurídico de los bienes que la integran". 

* Lic. Jorge Barrera Graff. Tratado de Derecho Mercantil. Editorial 
Porrua 1957 México. Págs. 159 y 160. 
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En el anteproyecto de Código de Comercio de 1953 

en su artículo 616 encontramos una definición de empresa que dice: 

11 El conjunto de trabajo, de elementos materiales y de valores incor­

poreos coordinados para ofrecer al público, con propósito de lucro 

y de manera sistemática, bienes o servicios 11
• El Lic. Barrera Graff 

hace notar que el propósito de lucro debe entenderse en su acepción 

más amplia como actividad no altruista o de beneficencia ya que de 

otra manera se les negaría calidad mercantil a las que no busquen 

como finalidad el reparto de utilidades . 

Para el Maestro antes mencionado la empresa es: 

*"Una institución de tipo eminentemente económico que ha sido 

trasplantada al derecho. En el reconocimiento y reglamentación de 

esta figura, como en muchas otras, la ciencia jurídica va a la zaga 

de la economía ofreciendo la regulación legal de las instituciones 

que la evolución económica va imponiendo. El concepto, pues, de 

la empresa es un concepto económico y los datos que se utilizan pa -

ra caracterizarla, aún no han sido asimilados completamente par el 

derecho. 

Por empresa entendemos la organización de una activi­

dad económica que se dirije a la producción o al intercambio de bienes 

o de servicios para el mercado. Se trata de una labor de organización 

realizada por el titular o sea el empresario, sobre el personal de la 

negociación y sobre el conjunto de bienes, derechos y relaciones 

atribuidos a ésta, o sea, sobre la hacienda comercial o fondo de co-

* Barrera Graff. Opus Cit. Págs. 174 a 176. 
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as{ como· el hecho de que dentro de la empresa, ellos conservan su 

individualidad y pueden ser objeto de distintos derechos; como tam­

bién se afirma que la hacienda, o sea el conjunto de bienes y dere­

chos de la empresa, y ésta misma, no son ni sujetos ni objétos de 

relaciones jurídicas. 

A pesar de todo, la empresa se ha impuesto al derecho 

~ercantil y constituye la "idea central" de ésto, su "piedra angular". 

Lo que pasa, es que siendo una institución relativamente nueva, sobre 

la que aún queda mucho por investigar, y no encajando en las figuras 

tradicionales de nuestro derecho rpivado, provoca a veces el despre­

cio a las reacciones pesimistas de los juristas". 

En cuanto a las distintas formas que adopte la empresa, 

es la Ley de Sociedades Mercantiles quien las establece. La forma más 

simple y antigua se presenta cuando una sola persona aporta todos los 

recursos para conseguir el fin y toma a su servicio trabajadores para 

realizarlo. Ese empresario actúa en nombre propio, contrata y se obli­

ga personalmente y los medios que afecta para la consecus16n del fin, 

los que constituyen el capital de la empresa son parte de su patrimonio. 

Más tarde con el desarrollo de los negocios llegó el momento en que 

para acometer una empresa se requirieron medios económicos mayores 

que los que pudiera propo(cionar un solo individuo, que tenían que ser 

aportador por v~rios y así aparecieron las primeras empresas corpora­

tivas •. 

De la evolución gradual de ellas, nació en Derecho la 
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organización como una mera forma de actuar; después la sociedad 

como ente jurídico capaz de contratar y obligarse con personalidad 

distinta de la de sus miembros, pero responsabilidad de éstos por 

los negocios sociales y por último las sociedades de capitales en 

las que la responsabilidad de los socios se limita al pago de sus 

aportaciones, esto es, al cunplimiento de su compromiso de inte­

grar el capital con el que la empresa iniciará o desarrollará sus 

negocios. 

La aparición de cada una de estas formas de empresas 

no ha excluído a las anteriores; todos ellos coinciden en el mundo ac­

tual de los negocios como distintas formas de la actividad económica¡ 

opera el comerciante como persona física, operan las agrupaciones sin 

personalidad jurídica, las sociedades de personas y las de capitales. 

Existen en nuestro derecho positivo como ya antes lo 

habíamos mencionado otras leyes y otras ramas del derecho a las que 

les preocupa la consideración de lo que es empresa, me limitaré uni­

camente a mencionarlas pues de otra manera me alargaría en el estu­

dio de algo que no es objeto principal de este trabajo. 

En la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente encontra­

mos una disposición relativa a lo que para ese ordenamiento debe en­

tenderse por negociación comercial, en el segundo párrafo de la frac­

ción XII del artículo 125 dice: "Es el conjunto de bienes organizados 

con fines de lucro, que requiere, para producir ingresos, materia prima, 

maquinaria, elemento humano y gasto de operación o alguno o algunos 
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de estos factores". 

En la ley de navegación y comercio marítimo encontra-

mos en el artículo 127 correspondiente al capítulo IV intitulado "De 

la Empresa Marítima" un concepto que a continuación transcribo: "Se 

entiende por empresa marítima el conjunto de trabajo, de elementos 

materiales y de valores incorporaos coordinados para la explotación 

de uno o más buques en el tráfico marítimo". 

Por último quiero referirme dentro del derecho laboral a 

una Institución, la del reparto de utilidades a los trabajadores de la 

empresa en la que si bien dentro de las leyes que la regulan no en-

contramos una definición o concepto de empresa, en los trabajos 

preparados para la Comisión Nacional del Reparto de Utilidades y 

aún en el temario de trabajo preparado por ella misma se encuentra 

una constante preocupación por determinar que es empresa ya que 

constituye ésta uno de los principales elementos de esta institución. 

Dentro de los estudios presentados a dicha Comisión 

la Confederación Patronal de la República Mexicana presentó un tra -

bajo en relación con la empresa en el que encontramos la siguiente 

definición: "Exclusivamente para los efectos de la participación de 

los trabajadores en las utilidades, se considera empresa a la combi-

nación organizada de trabajo y capital para producir con fines lucra -

tivos y en forma contínua, bienes y servicios mediante la contribu-. 
ci6n de ambos factores" en la resolución tomada por la Comisión 

en el número 22 de sus antecedentes hallamos no una definición 
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pero si urt criterio, una base para determinar lo que para los efectos 

de dicha resolución es la empresa: "La institución del reparto de uti­

lidades reconoce que tanto el capital invertido como la fuerza de tra­

bajo empleada en la producción, son los dos factores esenciales que 

combinados, producen las utilidades". 

No en valde me he alargado un poco en la exposición 

de las diferentes concepciones y teorías económicas y jurídicas acer­

ca de la empresa, pues a ello mellevaron las siguientes preocupacio­

nes: 

l. - Resaltar la importancia de esta institución dentro 

de nuestro sistema .económico. 

2. - Recalcar cuán necesario es que el Derecho se ocu­

pe de su estudio y regulación, pues si bien dentro de una de sus ramas, 

el Derecho Mercantil, en el Maestro Barrera Graff creo encontrar una 

exposición magistral ya que hace ver con toda claridad cuando se tra -

tan de elementos esenciales a la empresa y cuando sólo le son pro­

pios y evita así el que puedan ser confundidos con la empresa mis-

ma; pero existen otras ramas del Derecho, la Fiscal, la Laboral 

principalmente en las que vemos rehuir al jurista a su estudio, qui-

zá so pretexto de considerarla una institución exclusiva de la Cien-

cia Económica . 
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$ • .- LA EMPRESA INDUSTRIAL. 

Una vez que hemos visto lo que técnicamente es 

empresa, nos toca pasar a estudiar a esa actividad económica rea -

lizada generalmente por una empresa que se denomina industrial. 

Nominalmente la palabra industria viepe de "str1,1ere" 

que quiere decir construir, edificar, La Enciclopedia f_:spasa Calpe 

la define como: "el conjunto de procedimientos ordenados y metó­

dicos que emplea el hombre para transformar las primeras materias 

en objeto útiles para la satisfacción de sus necesidades." Este 

concepto de industria resulta bastante incompleto, pues excluye a 

actividades tales como las de extracción y prestación de algunos 

servicios que generalmente son considerados como industriales. 

La importancia que puede tener para el Derecho la de­

terminación de un criterio de distinción para establecer si una acti­

vidad económica se puede calificar de "industrial" se advierte en 

dos leyes principalmente. 

La Ley de Confederaciones y Cámaras de Comercio e 

Industria al no contener ningún precepto relativo a qué actividades 

deberán peqenecer unas u otras, ha ocasionado que Cámaras como 

la del "Embellecimiento Físico" pertenezcan a la Confederación de 

Cámaras Industriales: lo cual además de ser un contrasentido le pro­

voca perjuicios,.. 

La otra Ley es la del Impuesto sobre la Renta, en la 

cual sí encontramos un criterio de distinción que obedece a que está 

basada en el criterio de imponer una mayor o menor carga tributaria 
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por la actividad económica del sujeto, El artículo 68 dentro de la Cédu-

la II establece: "Se entiende por actividad industrial la extracción, conser­

vación o transformación de materias primas, y el acabado de productos, la 

elaboración de satisfactores y la.pi:estación de Servicios Públicos de co­

municaciones, de transportes o de suministro de agua, gas y electricidad". 

Si bien no se trata de una definición si creo que se acerque más al concep­

to que en general se pueda tener de si una actividad es industrial o nó, 

Nuevamente volvemos a ver que es necesario que el jurista estudie ins­

tituciones corno la empresa y conceptos como el de industria que general -

mente los ha relegado por considerarlos exclusivos de la Ciencia Económi­

ca. 

Como características de la empresa industrial tenemos 

que constituye de por sí un polo de actividad Socio-Económica que sig­

nifica fuentes de trabajo, producción de bienes y servicios, y genera -

ción de ingresos para el Estado. 

En la moderna empresa industrial encontramos como una 

variante funda mental la disociación de la propiedad. El concepto de 

propiedad se diluye en la medida en que sus inversiones necesitan de 

la aportación económica de cada vez más numerosos individuos. Su ex­

pansión es sumamente benéfica pues a la vez que constituye un medio 

de ahorro o inversión al alcance de las grandes masas, es un medio 

propicio para logar la industrialización del País¡ para la formación 

de esa industria que deberá coadyuvar al desarrollo económico. 

El economista K. Mandelbaum nos dice que el papel 
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que desempeña la industria en un País en desarrollo como el nuestro 

es "que al existir una desmedida población rural ésta tendrá muy ba-

jos ingresos por lo que la industrialización a la vez que logra un au-

mento en la renta nacional logra la despoblación rural logrando con 

ello un aumento en su ingreso por capita". * 

Unas cifras vendrán a revelar cual ha sido el papel de 

la industria en elcbsarrollo económico de México y cuanto falta aún 

por hacer: Hoy en día podemos afirmar que no hay tratado económico 

ni programa o discurso político que no trate acerca del "problema del 

campo", veamos también cual es el panorama general que presenta. 

"En 1930 había 48, 600 establecimientos industriales que 

empleaban a 313,000 personas y el valor de la producción a precios co-

rrientes era de 887 millones de pasos; en 1960 el número de establee!-

mientos aumenta a 100, 000, trabajaban en la industria l. 095, 000 per-

sonas y el valor de la producción a precios corrientes llega a 61, 400 

millones de pesos. Es decir que si en esos treinta años el número de 

establecimientos se duplica y se triplica el personal ocupado, el valor 

de la producción a precios corrientes aumenta 70 veces, que equivalen 

a cerca de diez veces a precios constantes y en el producto nacional 

bruto pasa a representar de un 23. 5% a un 36 .1 % . 

Paul Lamartine Yates, en el "Desarrollo Regional de 

México", señala que la zona metropolitana que rodea ala capital de 

la República y comprende el 14% de la población del País aporta el 

55% de su producción industrial; que en los estados del norte vive 

* K. Mandelbaum. Industrialización de Países Atrasados. 
Aguilar S. A. de Ediciones, México 1950 Pág. 3 
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el 16% de la población y elabora el 23% de la producción industrial 

y que en el resto de la República que comprende las dos terceras par-

tes de la población, se produce apenas el 20% de los artículos indus-

triales. Que en las zonas industrializadas el nivel de vida medio llega 

a ser del doble del promedio nacional, en tanto que es inferior a sus 

dos terceras partes en los Estados menos desarrollados. Por otra parte 

el censo agrfcola ganadero y eJidal de 1950 indica que de una superfi-

' cie total censada de 145 millones de hectáreas de tierra, 11 millones 

son improductivas, 39 millones están ocupadas por bosques, 67 millo-

nes con pastos y 38 millones de hectáreas son arables. De éstos 20 

millones están en explotación pero sus cuatro quintas partes, 16 millo-

nes de hectáreas son tierras de temporal cuya productividad está sujeta 

a las contingencias de la naturaleza; la producción agrícola representó 

en 1960 el 23.0% del producto nacional, para el que se necesitó el 

52.8% del total de trabajadores del País". * 

La Industria en nuestro País, {el conjunto de empresas in-

dustriales que la forman) han sido principalmente empresas de la Inicia -

tiva Privada y no ha sido sino hasta los últimos años cuando ha venido 

a crecer la Industria Estatal y generalmente ha sido en ayuda de la em-

presa privada o para llenar renglones que o bien han sido declarados 

exclusivos a la nación o bien han sido considerados de poco interés 

por su bajo rendimiento o por su muy fuerte inversión. 

El papel que tiene la industria privada por desempeñar 

es muy importante y más ahora que tiende a ser propiedad de gran can-

* Carlos A. Isoard. Desarrollo Económico. Conferencia. 
Edición Mimegoráfica. México 1963. 
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tidad de gente; más, si hasta ahora no ha sido la iniciativa privada 

la ím1ca encargada de la industrialización del País en el futuro lo se­

fá menos.pues cada día se ve más la necesidad de la intervención 

estatal objeto del siguiente capítulo. 



CAPITULO 11 

EL INTERVENCIONISMO DE ESTADO EN LA INDUSTRIA 
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l. - LA NECESIDAD DEL INTERVENCIONISMO DE ESTADO EN LA INDUSTRIA. 

Antes de analizar acerca de la necesidad de que el Esta -

do intervenga en la Industria creo pertinente ver en donde se dá y qué 

es ese intervencionismo. 

Las revoluciones francesa y norteamericana nos dice: 

George L. Bach en su Tratado de Economfa,*"fueron las que nos dieron 

la democrac!a política nos legaron la armazón idelogíca del individualis-

mo económico. La democracia política y la economía de la empresa pri-

vada surgieron del mismo fondo histórico, como partes de una misma 

gran corriente de la historia moderna". 

"La libertad individual y el interés personal ilustrado es-

taban en el corazón mismo de esta gran revolución de los siglos XVIII y 

XIX. En la política, todos los hombres eran libres de votar como les pla -

ciese, de cuidar sus propios intereses personales en la casilla electo-

ral. Un interés personal ilustrado y la iniciativa privada eran las fuer-

zas impulsoras del bien común, lo mismo en el escenario político q~e en 

el económico. La casilla electo'rai en la política, y el mercado en la eco-

nomía, eran los árbitros imparciales y últimes de las diferencias de opi-

ni6n". 

"Esta filosofía señalaba un papel bien modesto_ al gobier-

no. Mientras menos interfiriera el gobierno en la libertad individual me-

jor. Esta fué lñ filosofía del siglo XIX. Para estar en lo cierto, sin em-

bargo, debemos decir que el individualismo jamás llegó hasta el extre-

mo de excluir por completo la intervención del gobierno. La verdadera 

* George L. Bach. Tratado de Economía. II Vol. Fondo de Cultura 
Económica. México 1962. Págs. 69 y 70. 
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libertad implica necesariamente ciertas restricciones a la libertad. Una 

sociedad que diese a sus miembros liber¡ad para asesinar a su prójimo 

cuando así lo desearan, terminaría en la anarquía, o bien llegaría en un 

acuerdo para restringir la libertad individual". 

Y así acontecía en la esfera económica. Claramente, era 

necesario que el gobierno estableciera unas cuantas "reglas del juego" y 

les diera vigencia para el sistema de la empresa privada. 

En realidad, como nos lo hace ver Fernando Zamora~ en 

Adams Smith, el. clásico del liberalismo encontramos ya principios esta-

tistas en su obra "La Riqueza de las Naciones". De acuerdo con el sis-

tema de la libertad natural, el Soberano sólo tiene tres deberes a los que 

atender; tres deberes que son, ciertamente, de gran importancia pero cla-

ros e inteligibles para todos: primero, el deber de proteger a la sociedad 

de la violencia y la invasión de otras sociedades independientes; en se-

gundo lugar, el deber de proteger, tanto como sea posible, a cada uno 

de los miembros de la sociedad de la inpsticia y opresión de cualquier 

otro miembro de la misma o en otras palabras, le incumbe el deber de 

estableceruna exacta administración de justicia¡ y en tercer lugar, el 

deber de erigir y mantener ciertas obras públicas, cuya construcción 

no puede ternir ningún interés para un individuo o un grupo pequeño de 

personas porque el beneficio obtenido de ellas nunca cubrirá los gastos 

en que incurrieron, pese a que las mismas hagan mucho más que pagar-

se en el caso de una sociedad". "En efecto cobijado con la primera de 

ellas consiguió el empleo de Actas de Navegación que tienen un fuerte 

* Fernando Zamora. La Intervención del Estado en la Economía. 
Instituto de Investigaciones Económicas. 1955 UNAM. México. 
Pág. 18 
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sabor de estatismo, la elección de un importante sistema de impuestos 

y demás; acogiéndose a la segunda imaginó la posibilidad de que el 

Estado interviniera para la reconciliación de grupos en conflictos, el 

enforzamiento de contratos, lucha contra los monopolios privados, la 

liberación de los esclavos de sus propios dueños; en conexión con el 

tercer principio, defendió calurosamente la necesidad de que la autori­

dad fuera la propietaria y manejara las carreteras, los puentes, los puer­

tos y, sorpresa de sorpresas, la educación y la sanidad. ¡Y ello en una 

ápoca en que estas dos últimas funciones estaban en manos de la inicia­

tiva privada ¡ " . 

"Con el transcruso del tiempo", nos dice Bach más ade­

lante, " la visión del público cambió. Surgieron cada vez mayores dudas 

sobre la capacidad de un sistema de precios automático y sin control 

para formular convenientemente las decisiones económicas vitales, La 

producción en masa y las grandes empresas barrieron la posibilidad de 

una economía de pequeñas empresas empeñadas a fondo en la competen­

cia. Grandes y poderosos sindicatos substituyeron al trabajador aislado 

en las negociaciones con las grandes empresas. A través de toda la 

economía, se propagaron la concentración del poder económico y la 

confianza en las actividades de grupo". 

"Al propio tiempo, creció la preocupación general por el 

individuo que no puede arreglarselas por sí mismo. Disminuyó la volun­

tad de sujetarse a la distribución impersonal del ingreso en el mercado. 

El deseo de "hacer algo" a propósito de los auges y las depresiones se 
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extendió por todas partes. Un cambio sut!l en el significado que se 

atribuye a las palabras "libertad individual" marcó el tenor ambiente 

de los tiempos. Las reglas del juego se han convertido en una comple-

ta masa de normas jurídicas y normas administrativas. El gobierno se ha 

vuelto un participante activo en el juego económico, al mismo tiempo 

que es árbitro". 

Vemos que el intervencionismo nace como un corrector a 

ese principio del liberalismo de considerar que todos somos iguales, pe-

ro somos iguales sólo en cuanto a nuestra naturaleza humana, pues e.n 

cuanto a nuestras capacidades físicas e intelectuales no hay esa ''igual-

dad natural" de ahí que para que realmente pueda haber igualdad, habrá 

que tratar igual a los iguales pero desiguµl a los desiguales como prin-

cipio fundamental de justicia. 

En cuanto a la naturaleza de esta corriente intervencio-

nista Gide y Rist en su obra Historia de las Doctrinas Económicas di-

cen:*"en todos los Países no ha cesado de abundar el número de publi-

cistas y economistas favorables a la ampliación de las facultades eco-

nómicas del Estado; siendo mayoría desde antes de la primera guerra 

mundial. Este cambio de opinión ha parecido tan importante a algunos 

escritores, que lo han considerado una verdadera doctrina nueva, asig-

nándole, según los países los nombres de "Socialismo de Estado", o 

"Socialismo de Cátedra" como Alemania, o de "Intervencionismo" como 

en Francia. "En realidad", continúa diciendo, "no se trata de un siste-

ma económico propiamente dicho, sino de un concepto de política prác-

* Gide y Rist. Historia de las Doctrinas Económicas. Vol. 11 
Editorial de Palma. Buenos Aires 1949. Págs. 569 y 570. 
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tica, al que puede llegarse partiendo de los más distintos puntos teó­

ricos". 

"La cuestión de los límites de la acción estatal en la 

producción y en la distribución de las riquezas, es uno de los problemas 

más importantes de política económica; pero es un error ver en ello una 

cuestión científica fundamental, que permita clasificar a los economis­

tas según las diversas soluciones que propongan. Es natural que estas 

soluciones dependan no solamente de consideraciones puramente eco­

nómicas sino también de consideraciones políticas y sociales, de la 

noción particular que se tenga del interés general y de la confianza que 

inspiren la naturaleza y forma de gobierno y de cada época en cada país. 

Claro es, también, que esta cuestión se planteará de nuevo en tanto 

existan una sociedad, un gobierno y siempre exigirá nuevas respues-

tas tan adaptadas a las nuevas condiciones que la historia haya creado", 

Es así que al ser el intervencionismo una medida de 

política práctica ha adoptado muy diversas formas, tanto en los pro­

gramas como en las realizaciones, tanto en su intensidad como en 

sus modalidades. En cuanto al principio de que parte puede ser el de la 

consideración del individuo como un ser que tiene un fin en si mismo 

y por lo tanto requiere de libertad para determinarse, pero a la vez 

requiere a la sociedad pues sólo en ella puede encontrar su perfección, 

y la sociedad requiere de él para su existencia, entonces se trata de 

una democracia liberal como la nuestra. O bien puede partir de un princi­

pio estatista en el que el individuo vive exclusivamente para el Estado. 
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Aquél en el que el intervencionismo parte de principios de democracia 

y libertad, es el que generalmente se complementa como ya hemos vis -

to que sucede con nosotros, por una orientación encaminada al ssegu-

ramiento de los derechos sociales y del desarrollo económico, Estas 

formas humanistas como podríamos llamarles vienen a rectificar la teo-

ría y la práctica del liberalismo. En nuestra Constitución vienen a ase-

gurar los ideales no inscritos en la del 5 7 y los de la lucha revolucio-

naria, Turminan con la concepción inhumana de que el trabajo es una 

mercancía y defienden a la clase trabajadora e incluso acatando la 

obligación de defender el interés de la colectividad, organizan aque-

llas empresas industriales que consideran necesarias para asegurar el 

bienestar general. 

Resulta verdaderamente difícil señalar cuales pueden 

ser las formas en que el Estado interviene en general; como poder es-

tablecer ese límite a la Intervención Estatal. Trataré siguiendo al 

Economista Italiano Dresciani-Turroni definir el campo del intervencio-

nismo estatal; él dice qu&-" El Estado debe crear aquellas condiciones 

generales, jurídicas, económicas y sociales que forman una especie 

de marco dentro del cual el ciudadano puede desarrollar libremente 

sus iniciativas". A lo cual creo que podríamos añadir, cuidando que 

el ejercicio de esa libertad no sea en menoscabo de los demás y en 

especial de las clases necesitadas. En realidad creo que todo se re-

duzca en cuanto al intervencionismo en general, a una posición filosó-

* Brescianl-Turroni. Curso de Economía Política. Fondo de Cultura. 
Económica. México 1961. Vol. II. Pág. 13 
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fica acerca de la dignidad humana basada en el principio de su li-

bre determinación, y en el económico de procurar que ese interven­

cionismo tienda a un mayor desarrollo econ6mico, a una defensa del 

débil y del necesitadao, siempre procurando con ello que no se limi­

te la libertad de empresa en tal forma que termine con ese "incentivo" 

que es el motor y guia de las aspiraciones económicas. 

De acuerdo con los principios elementales de la Cien­

cia Económica, la actividad económica, o sea aquella actividad enea -

minada a la obtención de satisfactores '·se compone de tres etapas: 

Producción, distribución y consumo. El Lic. Mariano Alcacer en su 

*Curso General de Economía Social dá la siguiente definición de qué 

es producir economicamente hablando: "Es hacer una cosa ap_ta para 

satisfacer una necesiad o aproximarla al estado en que ella pueda 

realizar ese propósito, o realizarlo mejor, de aquí que producir es 

hacer variar de cero a un valor positivo, o hacerla variar de un cier­

to valor a otro 7 El papel no exclusivo de la industria es precisamen­

te el de hacer apta una cosa para satisfacer una necesidad. La in­

dustria es en resumen parte de esa primera etapa de la actividad 

económica. Luego, todas las consideraciones jurídicas y económi­

cas que a continuación resumo de acuerdo con el análisis hecho en el 

primer capítulo de esta tesis acerca de nuestro Regimen Constitucio­

nal en la Economía y que justificaron la Intervención del Estado, son 

las mismas para la Industria. Vimos que existía la libertad de indus­

tria (Artículo 4o.} y que en principio era a los particulares a quienes 

estaba encargada esa actividad, sin embargo, al estar fundada la li­

* Lic. Mariano Alcocer. Opus Cit. Pág. 40 
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bertad de industria en el derecho de propiedad le está imponiendo a la 

primera las911ismas modalidades que a la segunda las que dicte el or­

den público. La otra facultad del Estado para intervenir en el otro ci­

clo económico, la distribución, está en el 28 Constitucional al autori­

zar y obligar al Estado a intervenir en la libre concurrencia evitando 

monopolios y acaparamientos y en general "todo lo que constituya 

una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas deter­

minadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase so­

cial" • Por último y formando parte de este mismo grupo que podríamos 

definir como de limitaciones al liberalismo con fines sociales tenemos 

el artículo 123 y las fracciones VII a XVIII del 27. 

Las consideraciones de tipo económico y social para 

justificar la Intervención del Estado en la Industria son las mismas 

que hemos hecho en el curso de este inciso y sin duda que se hicieron 

nuestros Constituyentes pues eran los representantes de aquellos qué 

habían luchado para terminar con ese régimen tiránico y con un libera­

lismo irrestricto incapaz de llevar a un armónico desarrollo económico 

en el que no hubiera desniveles tan grandes entre la población. 



2, - FASES O ESTADOS DEL INTERVENCIONISMO DEL ESTADO EN LA 
INDUSTIUA. 

Se ha visto como es necesario que el Estado intervenga 

en la Industria. El inciso anterior termin6 con un resumen de algunas de 

las consideraciones econ6micas y jurídicas para justificar dicha interven-

ci6n. Con base en esas consideraciones he intentado hacer una clasifica-

ci6n de los principales medios o formas de intervencionismo que existen 

o pueden existir de acuerdo con nuestro sistema econ6mico. 

A. - El intervencionismo de Estado en la Industria en 

busqueda de un mayor desarrollo econ6mico. 

La falta de capacidad de un liberalismo irrestricto para 

lograr la industrializaci6n de un país y con ello un mayor desarrollo eco-

n6mico y la facultad que otorga la Constituci6n al Estado para imponer a 

la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público y con 

ello a la libertad de industria, son las consideraciones que dan pié a 

los siguientes tipos de intervenci6n y cumple así con su obligaci6n de 

crear ese marco jurídico, econ6mico y social dentro del cual el ciuda -

dano pueda desarrollar libremente sus iniciativas: 

a) Fomentando a la Industria Privada. 

b) Uniendose a ella. 

c) Supliéndola. 

d) Planificando a la industria del país en general. 

a) Fomentando a la Industria Privada. Bajo este rubro 

creo encontrar tres formas por medio de las cuales el Estado fomenta 

i. 
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e impulsa a la denominada "Iniciativa Privada" a la creación, conser-

vaci6n y ampliación de Industrias y que son las siguientes: 

l, - Obras de Infra-Estructura: Con este nombre se han 

denominado comunmente a todas aquellas obras tales como: de comuni-

caciones en general, luz y fuerza motriz, agua, sistemas de crédito y 

demás medios indispensables para poder establecer centros de produc-

ción cercanos a sus fuentes de abastecimiento o a sus centros de mer- / • 

cado, Desde Adams Smith encontramos un franco apoyo a este tipo de 

intervención y creo que a la fecha ya no es materia de discusión. 

2, - Subsidios, exenciones y otros incentivos fiscales: 

este renglón forma parte de una de las armas más importantes con que 

cuenta el Estado para intervenir, la 11 Política Fiscal", ya que ésta no 

tiene como único fin el programar el gasto y los ingresos públicos sino 

que "es indispensable que busque el desarrollo económico mediante la 

ocupación óptima, la elevación máxima en el nivel de vida y las m!ni-

mas presiones inflacionarias". De los incentivos fiscales los subsi-

dios y las exenciones son uno de los medios más importantes para 

intervenir en la Industria as! como también uno de los más discutidos 

por Juristas y economistas, 

i. - La exención de impuestos es de acuerdo con Andreozzi 

* "un privilegio que aparece solamente cuando se han cumplido los pre-

supuestos de la ley. Es una figura excepcional que debe estar expresa -

mente determinada en la norma, de lo que se des prende que la adminis -

tración activa no puede por sí sola crearla", 

Luego se trata de una excepción, y como tál deberá estar 

* M. Andreozzi. Derecho Tributario Argentino. Tipográfica Editora 
Argentina. Buenos Aires 1951. Tomo I. Págs. 201y202. 

, ' 
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expresa en la norma, pero en forma general de tal forma que pueda ser 

aplicable a todos aquellos casos en que concurran las mismas circuns 

tancias. 

Para el maestro Fraga*, la prohibici6n contenida en el 

artículo 28 Constitucional, no se refiere a "aquellos casos en los cua· 

les se libra a una clase determinada de individuos o de actividades de 

pago de los impuestos, pues la proporcionalidad y la equidad del irn-

puesto exige que se reconozca la desigualdad de condiciones que hay 

entre los individuos, no significando la proporcionalidad en el impues · 

to la universalidad de su pago, como dice Vallarta, sino su relación 

con los capitales que afecta", 

Toda la historia administrativa de México nos dice el 

maestro Fraga *, está llena de casos en que el Poder Ejecutivo o el 

Poder legislativo han establecido, en concesiones para muy diverso 

objeto, cláusulas en virtud de las cuales el concesionario queda libre 

por un tiempo determinado de los impuestos que establecen las leyes 

generales. 

Existen muchos tipos de exenciones, razón por la cual 

se ha intentado clasificarlas, ya sea por su objeto, por su fin, etc. 

Del autor argentino antes citado, tomamos las siguientes clasifica -

ciones: 

a) Exenciones constitucionales requeridas por las res -

tricciones constitucionales federales y estatales sobre legislación 

impositiva. 

b) Exenciones económicas como las que fomentan. el 

* Lic. Gabino Fraga. Derecho Administrativo. Editorial Porrua, s. A. 
México 1960. Octava Edición. Pág. 244. 
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establecimiento y desarrollo de nuevas empresas. 

c) Exenciones distributivas en virtud de la equidad impo­

sitiva. Exenciones personales mínimas y exenciones para eliminar la 

doble imposición. 

d) Exenciones para llevar a cabo fines sociales. 

e) Ex:enciones administrativas. 

Dentro de los tipos de exenciones a que nosotros nos inte­

resan,, están principalmente aquellas que fomenten el establecimiento y 

desarrollo de nuevas empresas. De las leyes de fomento a base de exen­

ciones, la de Fomento a Industrias Nuevas y Necesarias, es sin duda la 

más importante; a ella se hará referencia en el capítulo IlI de este trabajo. 

ii. - 11 El artículo 46 de la Ley Orgánica del Presupuesto, 

permite al Estado, en forma practica mente discrecional, sacrificar ingre­

sos cuando lo estime conveniente, siempre que se cumpla con el requisi­

to de obtener el Acuerdo Presidencial respectivo. 

El inicio de este instrumento de fomento, data de 1936; 

sin embargo, no puede decirse que haya sido empleado en forma general 

y digna de tomarse en cuenta sino hasta el Gobierno del Lic. Miguel 

Alemán. 

Las autoridades hacendarías, han usado este expediente 

legal, para liberar de la carga fiscal a aquellas actividades que se con­

sidera deseable promover. El hecho de que se trate de una facultad dis­

crecional, evita que el Estado en forma definitiva, comprometa los fon­

dos fiscales, tal como sucede al conceder una exención de impuestos 
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con base en la Ley de Fomento de Industrias Nuevas y Necesarias. La 

forma on que operan los subsidios no es mediante el otorgamiento por 

parte del Estado, a los particulares de una cantidad determinada de 

dinero, por el contrario, se trata de erogaciones virtuales, ya que el 

Estado no gasta ninguna cantidad real, sino que acredita con el subsi­

dio que otorga, los impuestos que de otra suerte debería cobrar. En 

otras palabras, el Estado cobra de acuerdo con la Ley la totalidad del 

impuesto pero devuelve simultáneamente el monto correspondiente al 

subsidio." 

El monto máximo de los subsidios lo determina anuallnert­

te la Ley de Ingresos de la Federación. En la última Ley de Ingresos dé la 

Federación publicada el 30 de diciembre próximo pasado, disponía: 

" SUBSIDIOS 

Artículo 25. - Sólo se otorgarán subsidios con cargo a impuestos federales, 

incluyendo los de importación, de acuerdo con las t!isposiciones de la Ley 

Orgánica del Artículo 28 Constitucional en Materia de Monopolios y de 

las leyes fiscales relativas. No se otorgarán subsidios que afecten los 

impuestos destinados a constituir el patrimonio de organismos descen­

tralizados. 

Para el otorgamiento de los subsidios a que se refieren 

las Leyes de Impuestos especiales, se requerirá resolución expresa de 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Ningún subsidio se concederá o hará efectivo en propor­

ción que exceda del 50% de las cuotas de las tarifas o de las tasas con­

signadas en los respectivos ordenamientos. La Secretaría de Hacienda 
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y Crédito Público queda facultada para fijar el monto del subsidio dentro 

de la limitación expresada. En situaciones excepcionales, a juicio de la 

propia Secretaría, el subsidio podrá llegar hasta el 75%. 

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior los 

siguientes subsidios: 

I. - Los que se otorguen con cargo a los impuestos sobre 

aguamiel y productos de su fermentación, a los ejidatarios de insolven-

cia m9nifiesta, cuya producción individual no exceda de 75 litros semana-

rios; el ixtle de lechuguilla y la importación de papel periódico', En estos 

casos se estará a la ·proporción que determinen las disposiciones que re-

gulen dichos gravámenes. 

U. - Los que se otorguen a los industriales productores de 

artículos 111anufacturados sobre los impuestos a la producción, a la compra-

venta de primera mano, a ingresos mercantiles, cuando afecten la exporta-

ción que realicen directamente, una vez ,,atisfechas las necesidades del 

mercado nacional y las mercancfas nacionales que para su consumo, se 

transporten a las zonas fronterizas. 

III. - Los que se concedan a las empresas mineras esta ta -

les o a las empresas de servicb público de participación estatal. 

IV .... Los que se concedan a empresas minera con fines de 

fomento, de nuevas explotaciones y formación de reservas, que destinen 

una parte de su producción a su industrialización en el país y cumplan con 
; 

·' los demás requisitos que les fije la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-

blico, tales como la estructura de su capital y
0

contribuci6n al equilibrio 

de la balanza de pagos. 
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V. - Los que se concedan a empresas mineras de acuerdo 

con lo que establece la Ley de Impuestos y Fomento a la Minería, 'indus­

trialicen sus productos en territorio nacional y cumplan con otros requi­

sitos que les fije la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, tales como 

la estructura de su capital y contribución al equilibrio de la balanza de pagos. 

VI. - Los que se otorguen con cargo al impuesto del 15% sobre 

ventas de primera mano de oro y plata celebrada directamente con el Banco 

de México o con cualquiera de sus dependencias. 

VII. - Los que se otorguen con cargo al impuesto sobre uso 

y aprovechamiento de aguas federales a las empresas públicas que generen 

fuerza motriz destinada al servicio público. 

VIII. - Los que se concedan con cargo a los impuestos sobre 

alcohol, tabacos labrados y compraventa de cacao. 

Se aprueban los súbsidios otorgados en relación con los 

siguientes impuestos: sobre aguamiel, algodón, azúcar, herencias y le­

gados, loterías y rifas, ixtle de lechuguilla, minería, papel para perió­

dicos, renta e importación para el fomento de la exportación de artículos 

manufacturados, equipo de perforación para Petróleos Mexicanos y mer­

cancías nacionales que para su consumo se hayan transportado a las zo­

nas fronterizas, en el porciento que se haya otorgado o pagado, en su 

caso, con anterioridad a la vigencia de esta ley. 

Artículo 26. - El otorgamiento de subsidios a la industria minerometalúr­

gica podrá adoptar la forma de convenios fiscales entre la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público y los particulares, y se regirán por lo dis­

puesto en la Ley de Impuestos y Fomento a la Minería y circulares y 
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acuerdos fiscales que expida el Ejecutivo. 

Artículo 27, - Las instituciones Nacionales de Crédito. Organismos Des-

ceptralizados y Empresas de Participación Estatal, solo podrán conceder 

subsidios, ministrar donativos o dar ayudas de cualquier clase, con au-

torización previa y por escrito de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, a la que turnarán para este efecto las solicitudes relativas 

que recil:¡an, 

La Sec;retarfa de Hacienda y Crédito Público se abstendrá 

.de autorizar subsidios, donativos o ayudas a favor de beneficiarios que 

dependan económicamente del Presupuesto de Egresos de la Federación 

o cuyos principales ingresos se originen de éste," 

3. - Otros medios de fomento. Aquí entrarían desde medi-

das crediticias hasta otras tales como las de proporcionar terrenos, ener-

g!a barata, etc., utilizadas éstas últimas en nuestro País principalmen-

te por los gobiernos de los Estados. 

b) Uniéndose a la Industria Privada: a: últimas fechas 

hemos presenciado el nacimiento de muchas empresas industriales en 

las que el Estado se asocia con los particulares en busqueda de capi-

tal o de asistencia técnica cooperando así a la Industrializaci6n del 

País. El maestro Fraga * en su libro el Derecho Administrativo nos 

dice que además de las razones expuestas: "La presencia del Esta-

do facilita la adaptación de la empresa a las necesidades del públi-

co y evita, además, que el interés de éste sea pospuesto a una fi-

nalidad de lucro logrando finalmente que las utilidades de la explo-

taci6n también beneficien al Estado". "De esta manera, pues, se 

* Lic. Gabino Fraga. Derecho Administrativo. Editorial Porrua, s. A, 
México 1960. Octava Edición. Pág. 244. 
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piensa que podrán aprovecharse todas las ventajas de la concesión 

y se suprimirán sus inconvenientes. 

El maestro Setra Rojas * opina que el punto de partida 

es el siguiente: "hay actividades de derecho privado en las que el Es­

tado tiel)e que intervenir, por tratarse de materias de Interés Colectivo 

o por que el Estado así lo estima conveniente en la defensa y adminis-

tración de su interés . 

Al internarse en los dominios de la actividad privada, el 

Estado no ha juzgado conveniente hasta hoy, usar de los derechos y pri­

vilegios que se derivan o pueden derivarse de una legislación de dere­

cho público. Es por esta razón, que el Estado se adopta a las formas 

del derecho privado, en determinadas actividades y bajo ciertas condi"' 

clones". 

Este tipo de empresas .no se encuentran dentro de las de­

nominadas descentralizadas por el derecho administrativo, su origen en 

México se debe por una parte a la influe:.cia de la doctrina francesa y 

por otra a las necesidades económicas propias del país. Este regimen 

nos dice el maestro antes mencionado se ha desarrollado en las conse­

ciones de servicios públicos y en actividades generales, principalmen­

te de tipo industrial y comercial. A. nosotros nos interesa en particular 

aquellas empresas de actividad industrial en las que como hemos dicho 

en el inciso anterior en ocasiones el Estado se ve en la necesidad de 

asociarse con los particulares en busca de una tecnología adecuada. 

Un ejemplo muy claro lo encontramos dentro del ramo de la petroquími­

*Andrés. Serra Rojas. Opus Cit. 500. 
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ca en la cual el Estado se ha asociado aún con compaflías extranjeras 

con el objeto de lograr esa tecnología a que hemos hecho mención. No 

han faltado ocasiones en que empresas industriales del sector privado 

que han sido otorgadas con permisos para elaborar productos petroqu!­

micos cuyos productos no han sido reservados exclusivamente a la 

Nación de acuerdo con la Ley y Reglamento de la Ley Reglamentaria 

del Artículo 27 Constitucional,· en el ramo de petróleos e hidrocarburos 

que con el objeto de poder empezar a elaborar sus productos han solici­

tado de la institución descentralizada Petróleos Mexicanos el formar una 

empresa con ella'para elaborar sus materias primas aportando la tecnolo­

gía y capital necesarios reservandose Petróleos Mexicanos la facultad 

de vetar los acuerdos tomados por la asamblea de accionistas y de nom­

brar el director y administrador general así como el 51 % de las acciones 

haciendose constar que éstas son intransferibles. 

Para su regulaciói;t y vigilancia existen dos leyes una la 

de Secretarías y DepartamP.l'ltos de Estado en cuyo artículo 7o, fracción 12 se 

disponeque corresponde a la· Secretaría del Patrimonio Nacional: "Controlar 

y vigilar financiera y administrativamente la operación de los organismos 

descentralizados, instituciones, corporaciones y empresas que manejen, 

posean o exploten bienes y recursos naturales de la Nación o las socie­

dades e instituciones en que el Gobierno Federal posea acciones o inte­

reses patrimoniales y que no estén expresamente encomendados o subor­

dinados a otra Secretaría o Departamento de Estado, 

La otra ley es la de Organismos Descentralizados y Empre­

sas de Participación Estatal, la cual en su artículo 3o, establece: 
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"Son empresas de participaci6n estatal aquellas que 

satisfagan alguno de los siguientes requisitos: 

a. - Que el Gobierno Federal tenga la facultad de nombrar 

a la mayoría del Consejo de Administración o Junta Directiva, o a desig­

nar al Gerente, Presidente o Director, o vetar los acuerdos que la Asam­

blea de Accionistas, el Consejo de Administración, o la Junta Directiva 

adopte, cualquiera que sea el origen de sus recursos; 

b. - Que el Gobierno Federal aporte o sea propietario del 

51% o más del capital o acciones¡ 

c. - Que en la constitución de su capital se hagan figurar 

acciones de serie especial que sólo puedan ser suscritas por el Gobierno 

Federal: 

d. - Que por una disposición de caracter general disfruten 

de preferencia para realizar operaciones o negocios con el Gobierno Fe­

deral o con los organismos descentralizados o empresas de participación 

estatal." 

c), - Supliendo a la Industria Privada. Con el anterior 

o sea con las empresas de participación estatal o semipúbllcas viene 

a formar la empresa estatal a la cual me refiero bajo este título, el me­

dio más socorrido durante los últimos sexenios para intervenir en la 

economía. 

La empresa estatal encuentran en su origen diversas 

causas y de las ~ás distintas naturalezas. Cuando se trata de indus­

trias ya existentes pueden originar, su nacionalización, expropiación 

o compra, el que el objeto de su explotación sea considerado de "in­

terés general", de "utilidad pública", se trate de un "servicio público" 
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o bien por simples móviles políticos. 

Su dependencia del poder central es bien variada, pues 

lo mismo se puede tratar de una empresa descentralizada como Petró-

leos Mexicanos o de una empresa que por razones de índole económica, 

ha ido a parar a manos del Estado dependiendo directamente de él o a 

través de Ún organismo descentralizado. 

En términos generales se puede afirmar que una gran parte 

de la¡¡ empresas estatales son dífíciles de justificar ante la Ley pues en 

fyléxico tal vez por su precipitado crecimiento industrial se ha descuida-

do mucho su regulación legal, su existencia ha ido en aumento en la me-

dida que ha ido variando la opinión del Sector Público, la cual dá una 

idea clara eje el porqué de esta situación. 

*"El criterio expresado durante el régimen presidencial 

anterior se inclinaba más bien a subrayar las limitaciones de los recur-

sos gubernamentales, su deseo de abstenerse a intervenir en las activi-

dades económicas y su propósito de que el desarrollo económico de 

México fuera realizado por 1? "iniciativa privada". En su primer in'for-

me presidencial, de septiembre de 1953, Adolfo Ruíz Cortinez decía, 

por ejemplo: 11 El país requiere una inversión creciente de la iniciativa 

privada. Es menester que ella cubra amplios y diversificados campos en 

la agricultura, en la industria, en el comercio y en numerosos setvicios 

en loa que el Estado no puede ni debe intervenir de modo directo. Las 

soluciones dadas en los casos de la distribución de combustibles de 

petróleo en la capital y en los de reorganización financiera de la indus-

tria azucarera y de la de transportes urbanos y suburbanos del Distrito 

* Ponencia presentada ante el V Congreso Nacional de Industriales. 
Edición Mimeográfica. 
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Federal demuestran que el Gobierno inteIYiene en la economía por im­

perativos imoostergables y por es p!ritu de Jiw ticia hacia t9dos los fac-, 

t2res de la producción", 

Con anterioridad, el 6 de agosto de 1953, el licenciado 

Gilberto Loyo, Secretario de Economía, declaraba: "En México se ha su­

perado ya, en su aspecto fundamental, el problema de los conflictos en­

tre la esfera de acción del Estado y la del individuo, en materia econó­

mica", y más adelante, el 3 de febrero de 1954, agregaba: "México viye 

en un réaimen económico de iniciativa privada y de resoonsabilidad pú­

hUQg. Esto quiere decir que el Estado no debe intervenir en la vida econó­

mica en todo caso y en todo momento, sino sólo en los casos en que el 

interés social o nacional lo haga necesario y cuando los particulares lo 

soliciten, planteando problemas de interés para una o varias ramas de 

la actividad económica. La intervención, del Poder Público en materia 

económica, en nuestro país, debe ser estimulante y coordinadora de las 

actividades de la iniciativa privada, para alcanzar altos objetivos de jus­

ticia, progreso y bienestar". 

Otro aspecto importante del criterio gubernamental, lo 

expresa el licenciado Antonio Carrillo Flores, Secretario de Hacienda 

y Crédito Público, en su discurso de 26 de abril de 1954. Dice: "Sabe­

mos que el desarrollo económico ha demandado y demanda inversiones 

crecientes en la agricultura, en la industria, en el comercio y en nuire ro­

sos servicios. Los recursos estatales son limitados ..• Por eso, tomando 

en cuenta los intereses superiores de la Nación, el Gobierno ha orientado 

y orienta su política hacia el fomento franco de la iniciativa privada en 
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todos aquellos campos de la actividad productiva, salvo los que la Cons-

titución reserva expresamente al Poder Público", y en otro discurso de 24 

de abril de 1955, agregaba: "En México .•• no está planteada la disyunti-
• 

va entre empresa, privada y empresa pública o entre inversión privada e 

inversión pública. La segunda no se justifica sino donde la primera .!lQ. 

puede o no está dispuesta a tomar a su carao una determinaga tarea, ya 

que el Estado no trata ge sustituir a la emores9 privada. solamente com-

plementarla. orientarla y estimularla". Más tarde, el 14 de abril de 1958, 

exponía: "Con toda conciencia, el Gobierno ha incrementado ciertos gas-

tos no productivos, sobre todo en el campo y en la distribución de mer-

cancías y servicios para los consumidores urbanos, porque estimó que lo 

exigían la Justicia social y" ... 

El criterio se modifica notablemente durante el régimen 

presidencial del licenciado Adolfo L6pez Matees. En una declaración 

conjunta hecha a fines de moviembre de 1960, como respuesta a la in-

terpelación pública de los organismos patronales: ¿Por cual camino, 

señor Presidente?, los titulares de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público y la Secretaría de Industria y Comercio, expresaron: "con fre-

cuencia, la iniciativa privada ha solicitado ayuda al Gobierno para el 

mejor desenvolvimiento de sus negocios, y siempre ha encontrado fran-

ca y amistosa acogida. Muchas empresas están consolidadas debido a 

la amplia y oportuna intervención del Estado a su favor; mas también 

en algunos casos, cuando el (buen) éxito no ha correspondido al es-

fuerzo de esas empresas. las instituciones oficiales. a solicitud de los 

propietarios privados. han tomado a su carao el riesgo de hacer prósperos - si 
esos negocios. sin reparar en el costo¡ pero evitando la desaparición de 
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fuentes de trabajo y de renglones generadores de riqueza nacional, 
. 
· El Estado apoya a impulsar a la iniciativa privada¡ oerQ está dispue~-

to a suplirla en sus aysenc;:ias y a sustituirla en sys deficl§nclas" •• , 

Queda ya más definido el criterio gubernamental del régi-

men en el último informe del señor Presidente de la República, de primero 

de septiembre de 1963. 

"Ante el bajo ingreso por habitante que caracteiza a 

nuestro país - dice- y ante la profunda desigualdad en la distribución 

de ese ingreso, los Gobierno de la Revoluci6n, inspirados en el princi-

pio de que la paz social puede fundarse en la lustigla social. han acep-

ta do su responsabilidad para enfrentarse a estos problemas. , • Nada hará 

que el Estado adopte una actitud abstencionista frente a las necesidades 

nacionales ... De aquí que, además de crear la infrnestructyra sobre la 

cual ha descansado el progreso del país, y en la cual la iniciativa pri-

vada ha encontrado oportunidades crecientes por participar en el desa -

rr9llo econ6mico de México, el Estado llevará a cabo todo aquello aue 

b~neficie a la colectividad y que por ausencia de los inversionista~ oar-

Uculares no se emorenda ... En esta actitud no se han tenido titubeos, ni 

detenciones, ni mucho menos retrocesos .•. El Estado ha tenido que entrar 

f)n el carooo de la empresa privada, bien porque con su acción ha evitado 

situaciones de monopolio, o impelido por los fracasos de los particulares, 

-· ~- - y antes de permitir el cierre de una fuente de trabajo, ha preferido arros-

tar los riesgos de operar empresas econ6mica¡¡ indeseable¡¡': .. 

Ante este panorama cabe preguntamos ¿Hasta que grado 

y en que medida puede el Estado convertirse en industrial? 
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Muy variadas han sido las opiniones acerca de las ven­

tajas que trae consigo la empresa estatal, debido principalmente a la 

gran cantidad de intereses creados que por lo general implica y por lo 

mismo a las muy variadas razones a que obedece su creación. Entre las 

razones u opiniones a favor de las empresas estatales encontrarnos las 

siguientes: l. - Al eliminarse el interés de lucro del particular se consi­

gue con ello un abaratamiento o al menos estabilidad en el precio de los 

productos o servicios redundando en favor de la colectividad y trayendo 

consigo una mayor justicia social. 2. - En algunos casos como se han da -

do en México, tienen por objeto evitar la salida de fuertes ingresos obte­

nidos en el país por estar las empresas industriales en manos de extran­

jeros o bien para evitar que caigan en manos de éstos. 3. - Con la cen­

tralización de decisiones de producción se puede evitar la sobreproduc­

ción o más generalmente las fluctuaciones económicas. 4. - Se arguye 

también que las empresas públicas pueden aprovechar mejor los recur­

sos exprotados en virtud de la mayor capacidad económica del Estado. 

5. - La operación de empresas indeseables por su alto costo y bajo rendi­

miento que son necesarias para el desenvolvimiento del País. 

Entre las razones y opiniones en contra de la creación 

de empresas públicas encontramos las siguientes: 1. - En ellas hay una 

menor eficiencia debido a la falta de interés en la obtención de utilida -

des. 2. - Con las empresas públicas vienen generalmente aumentos en el 

costo debido a la burocratización que trae aparejada. 3. - Las empresas 

públicas constituyen una sangría permanente por operar la mayoría de 

ellas, con pérdidas y a base de subsidios. 4. - Las empresas públicas 



59, 

hacen comn"'t"'""f" desleal a las privadas cuando no constituyen figuras 

monopólicas; y cuando las constituyen traen las desventajas que a los 

monopolios de Estado se les achacan. Un aumento del poder del gobier­

no en detrimento de la libertad individual, 

d) Planificando a la Industria en general. He dejado 

con todo propósito a la planificación hasta el último pues sin duda 

es la representante del máximo intervencionismo y a la vez que el más 

peligroso; es en la planificación donde encontramos esa línea ténue que 

parece confundirse con una economía dirigida de tipo comunista. Por su 

importancia bien valdría un trabajo dedicado exclusivamente a ella, per-0 

como el fin que me he propuesto es buscar el panorama de legislación ad· 

ministrativa dentro del cual la industria se desenvoolye, me limitaré a 

verla en su capítulo respectivo. Dentro de las causas que dan motivo a 

pensar en un intervencionismo de este tipo está el hecho de que muchas 

de nuestras industrias se encuentren trabajando al 50% de su capacidad 

instalada por falta de mercado, lo cual es un claro ejemplo de la falta 

que hace una planeación, pero deberá ser una planeación democrática 

acorde con nuestra Constitución. Sobre este asunto escribía hace poco 

un empresario: 

"En ciertas ramas de la industria nacional hay una satu­

ración aparente que se deriva, no de excedentes de producción, sino de 

una pobrísima demanda . Muchos desean algo de lo aparentemente exce­

dente, pero no lo adquieren porque se hallan económicamente al margen 

del consumo •. El problema radica entonces en incorporar al consumo a 
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esa población Y sólo podrc1 resolverse con un esfuerzo sostenido de to­

dos ... Para incorporar al consumo al hombre de campo, a los ganaderos, 

pescadores, es necesario.fomentar el trabajo en medios rurales estable­

ciendo industrias complementarias adecuadas a la región". * 

B) Regulando la Libertad de Empresa y la libre concurrencia. 

En el primer capítulo de este trabajo manifesté que según mi punto de vista 

nuestra Constitución prohibe todas aquellas maniobras que coharten la U­

bre concurrencia o que constituyan una ventaja exclusiva indebida en favor 

de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público en gene­

ral o de una clase social, con lo que está autcrizando al Estado para inter­

venir; con base en ello y con el mismo razonamiento hecho para poder in­

tervenir en. el desarrollo económico además con vista en el artículo 12 3 

de nuestra Carta Magna creo tener a 4 tipos de intervención que buscan 

eliminar los excesos a los que lleva un liberalismo sin limitaciones: 

a) Evitar la cornpetencia desleal. 

b) Evitar la especulación, 

c) La defensa de la clase trabajadora. 

d) Otros tipos de controles. 

a) Evitar la competencia desleal, Sin querer reducir la 

llamada "Competencia desleal" a los monopolios creo que si podemos 

afirmar que constituye una de las principales formas de ésta (otros me­

dios para evitarla pueden ser el establecimiento de normas de calidad 

para productos y materias primas, etc.) En relación con este tipo de 

intervención el economista italiano antes citado ya Bresciany-Turroni 

* Hans Lenz. Revista Impresiones número 3. Abril 22 de 1962. 
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hace el siguiente comentario: *"El economista liberal es partidario de 

un régimen de libre competencia. Ahora bien, el Estado es quien defi-

ne la libre competencia y le dá el ropaje jurídico necesario a este sis-

tema, distinguiendo la competencia lícita de la "desleal" . El Estado, 

dictando leyes contra los monopolios, se esfuerza por garantizar "la 

libre competencia" . 

b) Evitar la especulación y el alza de precios con artícu-

los de primera necesidad. En este punto dento de nuestra realidad hay 

dos formas pur medio de las cuales el Estado interyi~ne para evitar 

este mal, una es en la que el Estado por medio de un organismo des-

centralizado (Conasupo) controla los precios de artículos de primera 

necesidad, principalmente de origen agrícola y otra por la cual el Es-

tado a través de una dependencia del Ejecutivo (Dirección General de 

Precios S. I. C.) fija los precios máximos de los productos con apoyo 

en la Ley de atriJ;iuciones a'l Ejecutivo en Materia Econ6mica a la que 

s.e hará mención más adelante, 

c) La Defensa del Trabajador. A este tipo de interven-

ci6n me limito sólo a mencionarla y no por ser menos importante sino 

porque la legislación relativa constituye una rama del Derecho, la 

Laboral. 

d) Otro tipo de controles. Bajo este rubro quedarían to-

dos aquellos medios por los que el Estado interviene con el fin primor-

dial del cuidado y la conservación de la salud pública que se encuentra 

al cuidado de otra dependencia del Ejecutivo, la Secretaría de Salubri-

dad a través de las Direcciones de Control de alimentos y bebidas y d.e. 

medicinas y medicamentos. 

* Bresciani-Turroni. Curso de Economía Política. Fondo de Cultura 
Econ6mica. México 1961. Vol. II Pág. 13 
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3. - DEBER DE JUSTIFICAR ECONOMICA Y LEGALMENTE lA INTERVENCION. 

Se ha visto hasta ahora como es posible fundar en la 

Constitución la intervención del Estado en la Industria, que esa in-

teivención de acuerdo con el Estado de Derecho en que vivimos debe 

estar regulada por leyes, leyes que en conjunto serán las que formen 

la Legislación Administrativa aplicable a la Industria; así mismo he 

adelantado que esa intervención está al cuidado del Poder Ejecutivo, 

pero ¿Cómo y porqué ha de ser el Ejecutivo quien lleve a cabo esa in-

tervención? a esta pregunta para contestarla creo necesario estudiar 

el "principio de legalidad", la jerarquía de las leyes y al "Acto Adml-

nistrativo". 

En relación con el principio de legalidad el maestro 

Serra Rojas * en su tratado de Derecho Administrativo dice: "La ley es 

la suprema regulación .del orden político El Estado realiza sus propó-

sitos por medio de 'los funcionarios públicos, a quienes se encomien-

da el cumplimiento de los fines políticos contenidos en el orden jurí-

dico vigente. Por ello el funcionario tiene una limitada capacidad 

para actuar, pues está subordinado a los mandatos legales. El ré-

gimen administrativo está sometido a un límite que es el que deter-

mina la Ley. 

Cuando la actuación del funcionario implica la afecta -

ción de un interés particular, el artículo 14, segundo párrafo, de la 

Constitución prevea: 

"Nadie podrá ser privado de la vida, la libertad, o de 

*Andrés Serra Rojas. Derecho Administrativo. Librería Manuel Porrua, 
s. A. México 1959. Pág. 222. 
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sus propiedades, poseciones o derechos, sino mediante juicio se-

guido ante los tribunales previamente establecidos, en que se cum-

plan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a le-

yes expedidas con anterioridad al hecho". 

En principio, la ley comprende dos aspectos importantes: 

1. - Es una disposición que emana del Poder Legislativo 

que es el órgano que la Constitución señala, como elaborador del or-

den jurídico. Este es el criterio de la formalidad de la ley, pues se-

ñala el órgano que la crea. 

2 - Es una normal abstracta e impersonal, creadora de 

situaciones jurídicas generales. El funcionario está sometido a la Ley 

y no debe desvirtuar su sentido. "Más adelante manifiesta el autor 

a que me he referido que el principio de legalidad desde el punto de 

vista formal sufre las siguientes excepciones: "a. - Leyes que expide 

el Poder Ejecutivo en uso de facultades extraordinarias para legislar, 

que le delega el poder Legislativo y b). - Excepción que establece el 

artículo 29 de la Constitución. 

En relación con el principio de jerarquía de las leyes, el 

Dr. García Maynez en su libro de Introducción al Estudio del Derecho* 

advierte que "Los preceptos quepertenecen a un sistema jurídico pue-

den ser del mismo o de diverso rango. En la primera hipótesis hay entre 

ellos una relacJ.ón de coordinación¡ en la segunda, un nexo de supra o 

subordinación. La existencia de relaciones de este último tipo, permite 

la ordenación escalonada de aquellos preceptos y revela, al propio tiempo 

* Eduardo García Ma ynez. Introducción al Estudio del Derecho, 

• Editorial Porrua. México. Edición Págs. 83 y 8 7 
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el fundamento de su validez". "El precepto fundamental del orden 

jerarquico normativo del derecho mexicano lo formula el artículo 133: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 

de ella, y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, cele­

brados y que se celebren por el Presidente de la República, con a proba -

ción del Senado, serán la ley suprema de toda la Unión". 

El Acto Administrativo al cual me referiré sin más pre­

tensiones que entender cual es el medio por el cual el Ejecutivo inter­

viene en la Industria y cómo en ese medio, en sus elementos, encon­

tramos nuevamente el deber de justificar jurflica y económicamente 

dicha intervención; para ello, trataré de resumir la exposición que so­

bre este tema hace el maestro Serra Rojas en su obra antes citada, re­

lacionándola con el tema de este trabajo. 

*"La función administrativa se manifiesta en actos y he­

chos jurídicos y en actos materiales". De estos nos interesa unicamen­

te·los primeros. formalmente de acuerdo con la definición de Zanobini 

Acto Administrativo es "cualquier manifestación de la actividad de la 

administración", o sea "todos los actos de la Administración Pública 

son actos administrativos. 

Luego el Estado interviene en la Industria basado en una 

ley y ésta a su vez en la Constitución en acatamiento a lo dispuesto por el 

artículo 133 de la misma. De los poderes de la Unión es el Ejecutivo el 

que tiene la atribución de la función administrativa y ésta se manifies- · 

ta a través de actos administrativos los cuales estan compuestos por 

los siguientes elemer.tos: a. - sujeto, b. - voluntad, c. - objeto, d, -

motivo, e. - mérito y f. - forma. De ellos nos interesan funda mentalmente 

* Andrés Serra Rojas. Opus Cit. Pág. 264 
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el motivo y el mérito, El motivo "del Acto Administrativo es el ante­

cedente que provoca y funda su realización"*citando al maestro Fraga 

dice: "un acto administrativo se integra con tal elemento cuando exis­

te previa y realmente una situación legal o de hecho; cuando esta si­

tuación es la prevista por la Ley para provocar la actuación adminis­

trativa y cuando el acto particular que se realiza es el que la misma 

Ley ha determinado. En otros términos, un acto administrativo estará 

legalmente motivado cuando se ha comprobado la existencia objetiva 

de los antecedentes previstos por la ley y en ellos son los eficientes 

para provocar el acto realizado". En cuanto al mérito señala: "Los 

actos administrativos se orientan por la realización de los fines so­

ciales que con ello se pretende atender. Un acto administrativo des­

viado de sus fines rompe con el principio de legalidad de un País que 

expide normas para realizar determinados propósitos sociales" . Según 

Fiorini a quien cita: "El mérito del acto puede apreciarse con relación 

a tres valores: a. - LA EFICACIA DEL ACTO que está en la utilidad má­

xima que puede obtenerse de sus fines. Se llama oportunidad por al­

gunos autores, aún cuando el termino eficacia es más lógico por cuan­

to oportunidad puede identificarse, en ciertos puestos, con la elección 

del momento más útil para dictar el acto. La eficacia se refiere a la 

apreciación cuantitativa de .los resultados y de la conveniencia del acto 

con relación a los fines generales que persigue la administración. b. -

LA EQUIDAD DELACTO tiene relación con las consideraciones de jus­

ticia del mismo. La equidad del acto permite obtener los resultados 

* Andrés Serra Rojas. Opus Cit. Pág. 283 y 284. 
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más 'pro.líficos sin perjudicar, en lo más mínimo, los derechos de los 

terceros; c). - IA MORAUDAD DEL ACTO se encuentra especialmente 

en la conducta .de las personas que intervienen en su realización. La 

moralidad en la administración se encuentra en un plano distinto de la 

moralidad del acto, pero sus efectos tienen interferencias recíprocas" 

De lo expuesto se ve como es que la intervención del 

Estado debe estar fundada en primer lugar en la Constitución, después 

en una Ley y el Ejecutivo encargado de la función administrativa debe­

rá fundarse cada vez que intervenga en la industria, en cada acto ad­

ministrativo de tipo intervencionista en la industria, de acuerdo con lo 

expuesto por el maestro Serra Rojas en relación con el acto administa­

tlvo en general. 



CAPITULO Ill 

LEGISLACION FISCAL RELATIVA AL FOMENTO INDUSTRIAL 



l, - LEY DE FOMENTO DE INDUSTRIAS NUEVAS Y NECESARIAS. 

En el desarrollo de este tema y en los siguientes se 

procurará hacer primeramente un somero análisis del texto de la Ley 

de que se trate para pasar a analizar opiniones económicas y jurídi­

cas que aprueban o rechazan ese tipo de intervención. 

Dentro de las leyes de fomento a la industria es sin du­

da ésta la más importante por no limitarse como las otras a una rama 

es.pacífica tal como lo hace la de Fomento a la Minería. El espíritu 

que anima esta ley, es el de procurar nuevas inversiones en acuv1 -

dades industriales que son necesarias para el desarrollo industrial 

del País, a través del otorgamiento de franquicias fiscales las cua -

les serán mayores o menores de acuerdo con la clasificación que les 

otorguen las autoridades encargadas de su ejecución y basadas en el 

principio de que se trate de una actividad básica, semibásica o se­

cundaria dependerá el tiempo que durarán las exenciones. 

La Ley en el artículo 2o. establece que se entenderá 

por industria nueva: "las que se dediquen a la manufactura o fabrica­

ción de mercancías que no se produzcan en el País, siempre que no se 

trate de meros substitutos de otras que ya se produzcan en éste, y que 

contribuyan en forma importante a su desarrollo económico" . No es sino 

en el reglamento en el artículo 80. donde establece que deberá entender­

se por "mero substituto": "se entiende que una mercancía es mero subs­

tituto de otra, aunq:Je tenga presentación diferente, cuando su uso sea 

el mismo o preste servicios similares, a menos que represente un ade­

lanto técnico que se traduzca en un a horro para el consumidor.o usuario 
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por lo menos de 20% eq precio, duraci6n o servicio". La Ley y el Re-

glamento son omisos por lo que se refiere a que deberá entenderse por 

una actividad que "contribuye en forma importante al desarrollo econ6-

mico", dejándolo ello al criterio de las dependencias del ejecutivo en• 

cargadas de la aplicaci6n de la Ley. 

En el artículo 3o. establece que se deberá entender poi 

una industria necesaria: "se considerarán industrias necesarias, las que 

tengan por objeto la manufactura o fabricaci6n de mercancías que se pro­

duzcan en el País en cantidad insuficiente para satisfacer las necesida_­

des del consumo nacional, siempre que el déficit sea considerable y no 

provenga de causas transitorias". "Igualmente se considerarán como in­

dustrias necesarias para la economía del País las que para exportar sus 

productos terminados, o los semiterminados a un grado de elaboración 

nacional no menor del 60% del costo directo de la producci6n, les sea 

indispensable obtener alguna o algunas de las franquicias a que se re­

fieren las fracciones II, llI y IV del artículo 14". 

Es indudablemente un enorme acierto de esta Ley el in -

cluir la clasificaci6n de industria necesaria, excluyendo para tal con­

cepto el que se trate de una industria nueva o n6, convirtiendo con ello 

a esta Ley en un fuerte medio para propiciar las exportaciones robuste­

ciendo con ello las industrias ya existentes y proporcionando nuevas 

fuentes de divisas . 

~n el artículo 9o. del reglamento señala cuando es insu­

ficiente la producci6n y qué requisitos hay que satisfacer para poder ser 

considerado dentro del caso que señala la fraco16n segunda del art!oulo 
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3o. de la Ley, 

Quedan excluidas de los beneficios que otorga esta Ley 

de acuerdo con su artículo 4o. "aquellas empresas que realicen una 

transformación de pequeña cuantía en relación al costo directo de pro-

ducción, tomándose en cuenta la importancia de la mano de obra, del 

equipo, de las materias primas y de los artículos semiterminados o 
1 

terminados que empleen, de acuerdo con el reglamento"; en el artículo 

109. del reglamento establece que se entiende por costo directo de i;iro-

ducción: "se entiende por costo directo de producción el resultado de 

sumar: 11.. - El de las materias primas y artículos semiterminados, o ter-

minados empleados como integrantes del producto resultante de la trans-

formación, puestos en la fábrica de la empresa que se acoja a estos or-

denamientos. lI. - El de combustili es y otros materiales, necesarios pa -

ra hacer la transformación, también puestos en fábrica. 111. - El de la 

energía utilizada directamente en la transformación. IV. - El de loR sa -

larios y demás prestaciones derivadas de los contratos de trabajo de 

los obreros que intervienen directamente en la producción, y V. - El de 

la depreciación de maquinaria y equipos y de la amortización de cons-

trucciones e instalaciones¡ los que en ningún caso excederán del 10% 

del total de las fracciones anteriores". 

" Se deberá entender por grado de elaboración el tanto por 

ciento que en el costo directo representa la suma de los costos mencio-

nadas en las fracciones II, lll y IV" . 

Como veremos más adelante estos preceptos constituyen 

a la vez un gran acierto al evitar que se protejan a empresas que reportan 
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muy poco beneficio para el País o tal vez hasta perjuicio y un obstác.ulo, 

pues por su rigidez excluyen ramas de induscrias necesarias al País, 

En los artículos So. y 60. establece cuales son las ra­

mas de industria que pueden o no ser consideradas nuevas o necesarias. 

En los artículos 7o., So., 9o. y lOo. encontramos las dis­

posiciones relativas a la fijación de plazo de las franquicias, para ello 

establece que las industrias podrán ser consideradas básicas, semi-bá­

sicas o secundarias¡ básicas (Art. 80.) las que produzcan materias primas, 

máquinas, maquinaria, equipo o vehículos que sean primordiales para una 

o más actividades de importancia fundamental para el desarrollo industrial 

o agrícola del País¡ semi-básicas (Art. 9o.) las que produzcan mercancías 

destinadas a satisfacer necesidades vitales de la población, o artículos 

para otras actividades importantes¡ y por último serán secundarias las 

que produzcan mercancías no comprendidas en las anteriores (Art. lOo.) 

La cuantía de las reducciones impositivas .se rige por lo 

dispuesto en el artículo 11, en atención a la importancia que tenga para 

la integración económica del País y con la proporción en que concurran 

en cada caso los factores siguientes: 

I, - La cantidad y calidad de la mano de obra ocupada o 

que vaya a ocuparse; 

11, - Su grado de eficiencia técnica. 

III. - El grado en que utilicen equipos y maquinaria pro­

ducidos en el Páís¡ 

'IV. - El volumen de las materias primas y de los artículos 

terminados o semiterminados de procedencia nacional, que consuma o 

vaya a consumir¡ 
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V. - El tanto por ciento del mercado nacional que abastez-

ca o vaya a abastecer; 

VI, - La cuantía de las inversiones; 

VII. - Los usos a que se destinen los artículos que produzca 

o vaya a producir; 

VIII. - Las prestaciones sociales superiores a las legal-

mente establecidas, que conceda o vaya a conceder a sus trabajadores¡ 

IX. - La importancia de los laboratorios de investigación 

de su propiedad, que haya establecido o vaya a establecer. 

En el artículo anterior encontramos uno de los más grandes 

aciertos de esta ley qu es el hacer depender la cuantía de las franquicias 

fiscales de las características especiales que reuna la empresa industrial 

que se acoja a esta Ley; es decir, una actividad podrá ser declarada nue-

va o necesaria y a ella podrán acudir varias empresas las que por sus 

características podrán gozar de mayores o menores franquicias de acuer-

do con lo dispuesto por este precepto. 

Las franquicias fiscales que otorga esta Ley son las si-

guientes (Art. 14): 

I. - General de Importación y adicionales, corres pondien-

tes a las mercancías que requiera la fabricación de los productos objeto 

de las franquicias, que no se fabriquen o manufacturen en el País, o 

que a juicio de la Secretaría de Economía la industria nacional no las 

produzca en cantidad suficiente, o de las especificaciones requeridas¡ 

o que no puedan ser substituidas eficazmente, en su uso, por produc-

tos nacionales; 

II. - General de Exportación y sus adicionales, cuando 
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se trate de las empresas a que se refiere el segundo párrafo del artí­

culo 3o.: 

III. - Del Timbre; 

IV. - Sobre Ingresos Mercantiles en la parte que corres­

ponda a la Federación. Además, establece que podrá concederse reduc­

ción del Impuesto sobre la Renta en Cédula lI hasta por un 40%. 

En términos generales el procedimiento para obtener 

los beneficios que otorga esta ley es el siguiente: la empresa o em­

presas interesadas deberán solicitar de la Secretaría de Industria y 

Comercio el que la actividad a la cual se dediquen o pretendan dedi­

carse se aconsiderada dentro de aquellas que marca la Ley, para lo 

cual deberán presen~ar un estudio económico-jurídico en los términos 

que exige el reglamento a esta ley. La Secretaría a que hemos hecho 

menci6n a su vez solicita su opinión a la Secretaría de Hacienda, 
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Direcci6n de Estudios Hacendarios y al Banco de México; una vez 

hecha la declaración general la o las empresas solicitantes podrán 

conseguir la declaratoria particular que les exima de los impuestos 

dentro de las bases de la declaración general. 

La justificación de un tipa de intexvención de fomento 

a través de exenciones de impuestos, es en nuestra Constitución di­

fícil si atendemos a los argumentos de quienes consideran que va en 

contra de lo preceptuado por el artículo 28 primer párrafo de la misma. 

En efecto, este artículo establece: "En los Estados Unidos Mexicanos 

no habrá monopolios ni estancos de niQguna clase; ni exención de im­

puestos; ni prohibiciones a título de protección a la industria¡ ••.•• " 

Quienes por el contrario están de acuerdo con una ley 

de exenciones de impuestos para el fomento a la industria argumentan 

a su favor la interpretación del artículo 28 Constitucional, hecha por 

el legislador en la Ley Orgánica de este artículo y en especial en los 

artículos 13 y 14 que a continuación transcribo: 

"ART. 13. Se considera que hav exenc;i6n de impµe~to_¡¡ 

cuando se resuelva total o parcialmente g IADSI persona determinadª, de 

pagar un impuesto aplicable al resto de los causantes en igualdad de 

circunstancias Q _¡¡e c9ng9nan en forma privativa los impuestos ya c9u­

_¡¡ado_¡¡". 

"ART. 14. No se considerarán exenciones de impuestos: 

Ill. - Las franquicias y subsidios que se otorguen confor­

me a dispasiciones de caracter general para estimular la organización 
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de empresarios y consumidores o la nacionalización de la producción; 

así c¡omo 12&ra la creaci(¡n de indui¡trias que, por se ge neQesigad lm­

wescindible a 19 planeacióo de la econqm!a del País, sean declarada:¡ 

de util1qad nagion9l por dec¡reto a!J.§ expid9 el EJecutiyo Feqeral". 

Por otra parte esta ley ha sido criticada en su aplicación 

en virtud de los siguientes errores: 

1. - Exigir que para el otorgamiento de una franquicia 

sea necesaria la concurrencia de tres dependencias del Ejecutivo y 

como consecuencia pierde efectividad por el tiempo tan largo que ne­

cesitan para su estudio. 

2. - Entre los requisitos que la ley establece existen al­

gunos que traen consigo el que algunas ramas de la actividad industrial 

se encuentren excluidas de los beneficios de esta ley, pese a su gran 

importancia para el desarrollo del País. La Ley limita el otorgamiento 

de las franquicias a las industrias que importen más de 40% del costo 

directo de producción de las mercancías que fabrican. Es indudable que 

esa limitación es del todo benéfica pues evita el otorgamiento de fran­

quicias a industrias que aportan un mínimo grado de elaboración; pero 

desgraciadamente, "el costo directo" al que se refiere la Ley para es­

tablecer el grado de elaboración, es sumamente limitado pues se inte­

gra con la "suma de las materias primas y artículos semiterminados o 

terminados empleados como integrantes del producto resultante de la 

transformación; el de los salarios y demás prestaciones derivadas de 

los contratos de trabajo de los obreros que intervienen directamente 
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en la producción y la depreciación de maquinaria y equipos y la amor­

tización de construcciones y de instalaciones, los que en ningún caso 

excederán del 10% del total de los puntos anteriores" con lo que in­

dustrias tales como la química quedan fuera de los beneficios de esta 

ley en virtud de que utilizan poca mano de obra directa y en cambio re­

quieren de costosísima maquinaria y equipo que necesita de una rápida 

depreciación. Dado el complejo desarrollo industrial que necesita nues­

tro País, es practicamente imposible determinar con reglas tan rígidas, 

los renglones que deban formar parte del costo de producción de las em­

presas, pues hay que tomar en cuenta las particularidades de cada in­

dustria. 

3. - La ley no toma en consideración, como elementos di­

rectos del costo, la necesidad de establecer laboratorios ele investiga­

ción, de pruebas o de mantenimiento. Al limitarse así las posibilidades 

de las empresas en el ámbito fiscal para crear y mantener laboratorios 

adecuados, se limitan las posibilidades de la industria nacional para 

desarrollarse en nuevos productos, nuevos procesos o nuevas instala -

cienes. 

La ley cumpliría mejor su objeto atrayendo capitales a la 

industria nacional si toma en consideración las particularidades que re­

viste cada una de las empresas al establecerse y si toma en cuenta el 

ámbito en el cual desarrollará sus actividades. 

4. - El artículo 31 de esta Ley señala que "se faculta a 

las Secretarías de Economía y Hacienda y Crédito Público para declara -
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rar, de oficio, nuevas o necesarias, las actividades industriales que 

a su juicio conviene estimular, oyendo al efecto la opinión de las de­

pendencias oficiales y de los organismos representativos del interés 

privado y semioficial que las mismas Secretarías estimen convenien­

te ••• " Una medida de esto tipo que pudiera ser de gran trascendencia 

para el desarrollo industrial del País ha sido desaprovechada, pues a 

la fecha el gobierno no ha hecho uso de esta facultad. En todos los ca -

sos' han sido los industriales lo que han iniciado el procedimiento. 

Como se ha visto son varias las críticas 4utl se han he­

cho a esta Ley, sin embargo no por ello se puede negar la gran trascen­

dencia de esta Ley, tanto por los grandes beneficios que ha a portado al 

desarrollo económico del País, cuanto por la riqueza de su contenido, 

en conceptos nuevos para el estudioso de la materia. 

En cifras algunos de los renglones de esta Ley pueden 

ser resumidos como sigue: 

l, - El 90% de las exenciones han sido otorgadas a em­

'presas dedicadas a la manufactura de bienes de capital y solamente el 

10% restante a bienes de consumo lo que representa una deliberada po­

lítica para impulsar a aquellas actividades que con bases de nuevas 

industrias. 

2. - Aunque la ley no lo establece las autoridades encarga­

das de otorgar las exenciones han impuesto como requisito que el capital 

social de la empresa solicitante esté cuando menos en un 51% en manos 

de accionistas nacionales . 
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3. - Siguiendo nuestra deforme localización industrial el 

mayor número de exenciones que se han otrogado a empresas localizadas 

por la zona centro de la República y muy especialmente en el Valle de 

México (72. 5%). Sería deseable que una Ley de este tipo cooperara a 

lograr la descentralización industrial con el fin de dar un impulso a 

otras regiones del País. 

4. - El sacrificio fiscal en general y en el impuesto so­

bre la Renta en especial ha acusado una franca tendencia a reducirse 

especialmente a partir del año de 1957¡ la razón principal de ello se 

encuentra en que la nueva ley publicada en diciembre de 1955 y lleva­

da a la práctica al año siguiente, solo autoriza una reducción máxima 

del 40% del monto del Impuesto sobre la Renta. En el año de 1959 re­

presentó un sacrificio en los tres impuestos (Importación, Renta e In­

gresos Mercantiles) por $ 140. 825, 152. 
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2. - EL FOMENTO A LA INDUSTRIA EN IA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
IA RENTA. 

Dentro de los principios de contabilidad tendientes a la 

conservación y fomento del capital de las empresas se encuentran la de-

preclac16n y la reinversión de utilidades. A ambas las ha tomado en cuen-

ta la Ley del Impuesto sobre la Renta y con ello ha contribuido a la con-

servaci6n y fomento de la industrialización del País. (En esta misma 

Ley encontramos también exenciones de impuestos a corporaciones be-

néficas, literarias, científicas, etc.; sin embargo, aunque en algún ca-

so se llegase a comprender dentro de esas exenciones a una industria, 

se sale del objetivo de este trabajo por lo que sólo me limito a mencio-

narlo). Como ya se ha dicho en el capítulo II todo este tipo de interven-

ci6n está basado en la "Política Fiscal" que de acuerdo con la defini-

ción citada no tiene como único fin el programar el gasto y los ingresos 

públicos, sino que es "indispensable que busque el desarrollo económi-

co". 

a} La depreqiacióu. 

La depreciación "es la baja de valor que sufren los acti-

vos fijes tangibles por el desgaste físico que provoca el uso o transcur-

so del tiempo, o el demérito funcional de los mismos bienes cuando re-

sultan inadecuados para sus fines". * 

En el curso de los años ha evolucibnado este concepto. 

la rama industrial que dió pié a su estudio fué la del transporte ferro-

viario, primera en sentir la necesidad de considerar el costo del mate-

* Gabriel Mancera C.P. T. "algunas consideraciones acerca de las empre­
sas y su capital". Memoria de la la. Comisión. CONAPRU. Pág. 772 
México 19 64 . 
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rial rodante. Para ello adoptó el sistema de retiros y reemplazos como una 

previsión que tiende a retener en la empresa los recursos necesarios para 

la reposición de los activos. 

Con este procedimiento la inversión total en un activo tan­

gible se convierte al final del período de depreciación en una inversión de 

igual monto pero de naturaleza distinta y se conseivan recursos en el ne­

gocio. "Esto es lo que hace que la política de depreciación sea tan impor­

tante para la conseivación de las empresas. Si una depreciación excesiva 

reduce injustificadamente la utilidad, una depreciación insuficiente con­

duce a la larga a la liquidación de las empresas porque abulta ganancias 

que de hecho corresponden a repartos de capital y constituye un obstáculo 

a la retención de recursos necesarios para la operación adecuada de los 

negocios" • * 

El Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta en su 

artículo 89 define a la depreciación: "Para efectos fiscales se entiende 

por 'depreciación' la absorción gradual del costo de adquisición de un 

activo fijo, cuyo valor material disminuya por el uso o por el transcur­

so del tiempo, a través de los resultados de un número determinado de 

ejercicios posteriores a aquél en que haya sido hecha la inversión". 

El artículo 75 de la Ley establece que para poder deter­

minar la utilidad gravable los causantes en esta Cédula podrán restar 

de sus ingresos netos además el costo de los productos vendidos, un 

5% anual por concepto de amortización en activo fijo intangible y en 

gastos y cargos diferidos, otro tanto por ciento igual por concepto de 

*Gabriel Mancera. Opus Cit. Pág. 772. 
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depreciación en edificios y construcciones y hasta un 10% anual por 

concepto de depreciación de las inversiones de maquinaria, equipo y 

bienes muebles a que se refiere el reglamento y hasta un 20% anual 

en algunos activos a la industria de la construcción y a la de aguar­

dientes y licores • 

En la fracción V de este mismo artículo por recientes 

modificaciones a la misma se estableció la "depreciación acelerada" 

sujetándolo a las sigttientes reglas: 

"a) La autorización se hará mediante acuerdos de carác­

ter general que sei\alen las ramas de la producción industrial, agrícola, 

ganadtira o pesquera, que podrán gozar de beneficio¡ los métodos apli­

cables, el plazo de su vigencia, los requisitos que deban cumplir los 

interesados • 

b) La autorización señalará el porciento máximo del valor 

del activo que podrá depreciarse en forma acelerada y el período durante 

el cual debe efectuarse dicha depreciación. 

c) Las empresas interesadas deberán obtener el acuerdo 

concreto de las autoridades fiscales, para aplicar el método de depre­

ciación acelerada • 

d) La depreciación acelerada sólo se referirá a inversio­

nes que se efectúen en posterioridad a las resoluciones que las autorida­

des fiscales deberañ emitir en cada caso". 

En el reglamento de la Ley se encuentra la forma en que 
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puede llevarse a cabo la depreciación en una industria dependiendo 

del tipo de actividad que se trate. Así en el artículo 92 del reglamen-

to se establecen las normas a que deberán sujetarse las deducciones por 

concepto de amortización y depreciación que pueden resumirse en las 

sigule ntes: l. - deberán ser registradas en libros con el mismo impor-

te aunque ya aparezcan en las declaraciones; 2. - para su cómputo se 

tomará siempre como base el costo inicial de la inversión; 3. - los da -

tos que se deben proporcionar cuando se solicite una mayor tasa de 

depreciación: 4. - la forma en que deberán registrarse en el libro mayor 

y 5. - como deberá presentarse los anexos a la liquidación anual cuando 

existan porcientos diferentes. 

b) La r~inversión de utilidades. 

La reinversión de utilidades no viene a ser sino otro pro­

cedimiento como la depreciación por virtud del cual se retienen utilidades. 

Con frecuencia se comete el error de considerar a la rein­

versión como un hecho positivo, como un hacer, cuando en rea Udad con­

siste en un dejar de hacer, en un no distraer recursos de la empresa por 

vía de reparto de utilidades . En la práctica la generación de utilidades y 

su reinversión son cosas simultáneas; la ganancia se logra cuando se 

vende un bien o se presta un servicio y se recibe en cambio un valor 

superior al costo de ese bien o de ese servicio¡ es decir la ganancia 

se determina por la diferencia entre el valor de la nueva inversión y el 

costo de los bienes o servicios que le dieron orgien. La reinversión es 

pues el medio natural de funcionamiento de los negocios que fomenta 
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actitud de los inversionistas que se privan de disfrutar los rendi­

mientos de su reinversión con el propósito de capacitar mejor a la 

empresa para su propia evolución. 

En términos generales el artículo 151 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta establece la forma en que podrá llevarse a 

cabo la reinversión de utilidades. La reinversión de utilidades es 

una deducción que admite la Ley para poder determinar el monto del 

impuesto a los causantes en Cédula VII Ganancias Distribuibles. En 

el inciso "f" del artículo citado que a continuación transcribo es tlon­

de se encuentran los lineamientos generales a que he hecho mención. 

"f) Los contribuyentes en las c;édulas II y lll podrán . 

deducir de sus ganancias distribuibles, el porciento que autorice la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público para la constitución de re­

servas de reinversión, siempre que s'e cumplan los requisitos señala­

dos en el inciso anterior. 

Las reservas a que se refieren este inci-so y el antece­

dente siempre tendrán como finalidad realizar inversiones físicas in­

dispensables para fomento económico del País, de acuerdo con las 

reglamentarias respectivas. 

El inclumplimiento de la sociedad res pecto de las finali­

dades de reinv~rsi6n en los plazos que se señalen, la hará responsable 

del pago del impuesto sobre Ganancias Distribuibles que corresponda". 

En el trabajo preparado por el Sr. Lic. Gustavo Romero 
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Kolbeck para la Comisión Nacional para el Reparto de Utilidades, 

acerca de la reinversión de utilidades, encontramos las siguientes 

conclusiones y recomendaciones: 

*"l. - Después del problema del mercado, la princi-

pal limitación del desarrollo económico de México, es la escasez 

de capital. 

2. - En la etapa actual del desenvolvimiento económico 

nacional, es indispensable incrementar la inversión en las ramas bá-

sicas, principalmente para aumentar la tasa de desarrollo. 

3. - La forma más recomendable para financiar esa inver-

sión la constituye la reinversión de utilidades, en virtud de que no tie-

ne costo directo para la empresa; son fondos generadores e incorpora-

dos ya al sistema productivo; tieneJ) la más alta productividad y son la 

base más sana de la consolidación financiera de la empresa." 

* tic. Gustavo Romero Kolbeck. Memoria de la la. Comisión. 
Comisión Nacional para el Reparto de Utilidades. México 
1964. Pág. 93. 
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3. - LEYES ARANCELARIAS. SU PARTICIPACION EN EL FOMENTO 
INDUSTRIAL. 

Las Leyes Arancelarias han tenido desde su desenvolvi-

miento diferentes fines, desde el proteccionista a la industria nacional 

hasta la búsqueda de la estabilización de la reserva monetaria y la ba-

lanza de pagos pasando por el de ayudar a la exportación, 

1. - Impuestos a la importación. 

Los aranceles han servido en forma eficiente para limitar 

parcial o totalmente la adquisición de artículos de procedencia extranje-

ra cuya competencia en el mercado interno vendría a debilitar a los pro-

ductores nacionales, 

Son los países altamente industrializados los que al te-

ner menor costo en la elaboración de sus productos los que vienen a 

obligar a este tipo de protección, sin embargo la protección arancela-

ria debe cuidarse de no aplicarse indiscriminadamente por el peligro 

que trae el proteger a una industria de palpable ineficiencia dañando 

al desarrollo del País. 

Dentro de los argumentos en favor de un arancel protec-

cionis~a encontramos los siguientes: a) industria naciente. Un arancel 

protector puede ayudar a las industrias nacientes hasta que se haya es-

tablecido libremente y sean capaces de competir con la extranjera. En 

contra de este argumento se ar¡¡ulle su falta de equidad pues al prote-

ger alguna inaustria se daiia al consumidor al elevarle los precios con 

los productos nacionales. En realidad lo que se busca como con todas 
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las medidas intervencionistas de fomento y protección a la industria 

es con miras al bien que en un futuro la industria proporciona y no el 

proteger o mas· bién dicho favorecer a una persona o grupo de personas 

en particular. b) Autosuficiencia nacional, A este argumento responde 

George L. Bach: *"el economista no puede decir si una nación debería 

intentar una parcial o una total autosuficiencia. Pero puede sei'lalar lo 

nue significa la autosuficiencia en términos de una peor asignación de 

los recursos y de un inferior nivel de vida, a fin de que este factor se 

tome en cuenta junto con los restantes al decidir si deberá buscarse o 

nó un mayor grado de autosuficiencia. El costo para casi todas las na­

ciones sería grande". c) Diversificación de la Economía. Es este otro 

de los verdaderos argumentos en favor de aranceles proteccionistas, 

pues un País cuyo comercio exterior depende primordialmente de un solo 

producto ante una baja de precio en el mercado mundial de su producto 

debilita en extremo la economía de su País. Tal es el caso de una eco­

nomía cafetalera del Brasil o azucarera de Cuba. Gracias a una política 

proteccionista como la que ha sido llevada en nuestro País hemos dejado 

de depender en una forma absoluta de un solo producto como hasta hace 

unos años. 

Además de este medio para proteger la industria nacional 

existe el de el establecimiento de controles administrativos que consis­

ten en sujetar la importación de un producto a un permiso que deberá ser 

otorgado por la Secretaría de Industria y Comercio, la cual no lo otorga 

sino con el consentimiento de un Comité Mixto en el que participan los 

* George L. Bach. Opus Cit. Pág. 333 
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representantes de cada rama, Con este procedimiento a la vez que se 

protege a la industria nacional se evita que el consumidor pague altos 

aranceles cuando haya carestía de un producto, 

El establecimiento de estos controles administra~ivos 

a la importación se remonta a l año de 1944 en que se decretó la obli­

gación de obtener un permiso o licencia para importar algunos produc­

tos que la industria nacional empezaba a elaborar, 

A fines de 1950 con la Ley de Atribuciones al Ejecutivo 

Federal en materia económica se precisó la facultad dM Estado para 

controlar las compras al exterior. Con fecha 30 de diciembre de 1951 

el Congreso de la Unión adicionó al segundo párrafo del artículo 131 

constitucional, otorgando al Ejecutivo Federal la facultad de contro­

lar el movimiento de mercancías, tanto de exportación, como de im­

portación, condicionándolos a criterio de índole económica. Posterior­

mente, en enero de 1961 se expidió la Ley Reglamentaria a estas modi­

ficaciones y con ello dió origen a un cambio substancial en la legisla­

ción en materia de controles al comercio exterior. Además le d16 al 

Ejecutivo la flexibilidad para eliminar cuando lo estime necesario, de-

terminados controles al comercio exterior. 

2. - Impuestos a la exportación. 

Dentro de las principales metas que busca el estableci­

miento de impuestos a la exportación independientemente del de allegar 

recursos a .la federación son los siguientes: a. - restringir la salida de 

productos necesarios para el consumo interno¡ b. - procurar que los art!-
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curo< pe< medio de wlf-' muY bajas y aún pe< subsidios que lo• 

p<oductos naclonaies tengan mayo<e• facllidades pa<• su venta al 

e:ltterior, 

pable que contemos con una ¡,aian<" de pagos lavo<able lo que nos in" 

vlt• a pansa< en que ce nec"ª"º promovet ia venta de artículo• al e<" 

claro del mercado exterior. 

to< exportado<, h•n constituido uno de los elemento• m•s dln•m1cos de 

•" nadlctonalmente en nuestro país lo• iM'"º' del sec· 

nuestro desa«ollo, po< el doble motivo de que constituyen un• buena 

parte de los fondos que integ.an la capacidad paro imPº'"" del país Y 

el fomento y ptotecc16n a nuestto• expO<tacion", debe de con• ldet"'" 

nos es altamente desfavo,.able pata el pafs ya que si se analiza su com· 

p0sici6n, '"ª"ª el hecho de que está lnteg,.ada p<lnc1palmente po< artf· 

culos p<lmatlos con ¡,ajo contenido de valot agrnoado, sujetos a btuscas 

fluctuaciones en los pteclosintetnaclonaleSl ba•te teconlat lo• casos del 

algodón, el café, el prolomo y el zinc, etc. 

• ¡.1emotla de la ptlmetª comisl6n. P•o•. 705 a 'º'. QpUS Cit· 

LiC. Guiller1110 prieto fortún. 

Es pot ello, que la polftlca en mated• de .xportaclones 
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se ha enfocado primeramente, a defender los ingresos provenientes de 

nuestras ventas tradicionales, a través de tratados internacionales, me­

diante la creación de fondos para el fomento de las exportaciones, la 

implantación de convenios de intercambio compensado, etc, En segun-

do término, y como medida de política a largo plazo, se está tratando de 

cambiar paulatinamente, la estructura de nuestras exportaciones, por me­

dio del estímulo a la venta en el exterior de productos manufacturados, 

En acuerdo publicado en el Diario Oficial del 3 de Octubre 

de 1958, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, estableció con base 

en el Artículo 46 de la Ley Orgánica del presupuesto, y en el Artículo 18 

de la Ley de Ingresos de la Federación de ese año, un subsidio hasta por 

el 100% de la participación neta Federal del Impuesto sobre Ingresos Mer­

cantiles, que causaron las ventas al exterior de productos manufacturados 

que se exportaran a través de fracciones de la tarifa del Impuesto General 

de Exportación, exenta de cuotas ad-valorem y específicas. 

En el texto del Acuerdo, se especifica que debe entenderse 

por artículo terminado, aquel que llegue al consumidor final, sin necesi­

dad de transformación ulterior. Como condición adicional se establece 

que es necesario demostrar que para competir con el mercado exterior es 

indispensal:Je obtener el subsidio. 

Posteriormente, con fecha 26 de Febrero de 1959, se ex­

pidió una nueva circular sobre este problema, conteniendo en esencia las 

mismas bases tiara el otorgamiento del subsidio pero con ligeras modifi­

caciones de orden administrativo. 

En el Diario Oficial del 27 de Septiembre de 1961, se pu-
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blic6 un Acuerdo Presidencial que por su importancia a continuación 

se transcribe: 

'La industrialización del país y la venta de productos ela­

borados, elevan el ingreso de la población por cuanto incrementan las 

materias primas entre otros factores, con la remuneración del trabajo, 

la utilización de equipos y el uso de servicios de transporte. 

Es indiscutible la conveniencia de realizar todo esfuerzo 

conducente a aumentar la exportación de nuestros productos elaborados, 

con lo cual se logrará que el país deje de tener la característica de ex­

portador, fundamentalmente, de materias primas. 

Los países industriales utilizan técnicas adelantadas pa­

ra elevar su productividad y para colocar sus productos en los mercados 

internacionales, a precios reducidos hasta donde es posible, y al efec­

to la competencia entre naciones adopta procedimientos diversos como 

las asociaciones de países y la celebración de convenios aduaneros. 

Nuestros productores pueden aumentar sus exportaciones 

y lograr la colocación de sus artículos a precios favorables en los mer­

cados exteriores, mediante una política de estímulos fiscales, como la 

que el Ejecutivo Federal ha seguido en los últimos años, con beneficios 

palpables en la corriente de exportación de manufacturas. 

Para obtener estos fines, se estima conveniente que el 

incentivo fiscal no se limite a la supresión de los gravámenes directos 

a la exportación de productos elaborados, toda vez que conviene ampliar­

lo en lo que respecta a otros impuestos que afectan los resultados de 
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requieran nueva transformación nJ. que se complemente su proceso in-

dustrial. Quedan excluidos, por tanto, los productos intermedios. 

Sólo serán beneficiarios de los subsidios acordados, los 

industriales establecidos en el país, que vendan sus productos elabora-

dos directamente en el extranjero, por lo que los intermediarios no ten-

drán derecho a ellos, ya sea que se les nombre representantes, agentes 

o con cualquier otra designación. 

En el caso del impuesto sobre la renta, el subsidio se 

otorgará en los términos expresados durante los tres primeros años a 

contar de 1961, y se irá reduciendo en los años subsecuentes, sin que 

en ningún caso la deducción vuelva a alcanzar la totalidad del incremen-

to que registran las exportaciones de productos elaborados, ni sea infe-

rior al 50% del mismo. 

Los subsidios se aplicarán para compensar los impuestos res-

pectivos que causen los industriales y en ningún caso se cubrirán en efec-

tivo, ni generarán créditos en dinero a cargo del Estado, que sólo los to-

mará en cuenta para que los causantes compensen sus adeudos con el 

Erario Federal. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto 

de la Dirección General de Esttrl ios Hacendar!os, acordará en caso con-

creto la ministración de los subsidios, mediante solicitud de los indus-

triales interesados en obtenerlos, y fijará la forma y términos para su 

otorgamiento. 

Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito PúbU::o 

para que establezca las bases que regulen el cumplimiento del presente 
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terlores o sea equivaldrá al 18 al millar que corresponde a la partici­

pación federal en dicho impuesto siempre y cuando s~ trate de expor­

taciones consumadas de artículos terminados no gravados con el Im­

puesto General de Importación. También s13 establece que el gravamen 

mercantil no debe haber sido trasladado. 

En los textos de estas disposiciones, se ha cuidado de 

seleccionar los tipos de exportaciones que se desea fomentar; para ello 

se adoptó desde un principio, el criterio de limitar el otorgamiento de 

subsidios a las operaciones exentas del Impuesto General de Exporta­

ción, presumiéndose que al estructurarse la Tarifa se ha hecho esa selec­

ción previa y que son precisamente las mercancías exentas aquellas cuya 

exportación es de interés general promover," 



CAPITULO IV 

EL CONTROL Y LA PLANEACION DE LA INDUSTRIA 



l. - LEY DE ATRIBUCIONES AL EJECUTIVO FEDERAL EN MATERIA 
ECONOMICA Y LEY ORGANICA DEL ARTICULO 28 CON.STITU­
CIONAL EN MATERIA DE MONOPOLIOS. 

Esta Ley cuya publicación en el Diario Oficial fué el 

28 de diciembre de 1950 es sin duda alguna como lo afirma el maes-

tro Serra Rojas "el documento legislativo más importante sobre el in-

tervencionismo del Estado en México", sin embargo, es sin duda tam-

bién a la que más dificilmente puede encontrársele su justificación en 

la Constitución. 

En la iniciativa de ley presentada al Congreso destacan 

las siguientes razones que el Ejecutivo dá para que se apruebe la ley 

que sometía al Congreso: "tiende a impedir alteraciones fundamentales 

en los factores de nuestra economfa, como alzas excesivas e injustifi-

cadas de precios, contrarestar en lo posible o hacer frente a fenóme-

nos de escasez en los abastecimientos de materias primas para las 

industrias, del encarecimiento de artículos destinados al consumo ge-

neral y conjugar el peligro de que la situación normal en que nos en-

contramos y que puede agudizarse, se causen graves perjuicios a la 

población y a ramas importantes de la economía mexicana". "Por 

otra parte, ha sido motivo de preocupación constante del Gobierno de 

la República y asunto en el que ha puesto el mayor interés, el procu-

rar mantener un razonable nivel de precios, especialmente de los ar-

t!culos de consumo general, contrarestando en todo lo posible aquellos 

factores que han ejercido constante presión para elevar los costos de 

' esos artículos" . ** 

* Andrés Serra Rojas. Opus Cit. Pág. 655. 

** Luis Dantón Rodríguez. Intervención del Estado en la Economía 
Nacional. México. Tesis. Págs. 168 y 169. 
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En su artículo lo, la ley delimita su campo de acción 

al disponer que esa ley será aplicable "a quienes efectuen activida-

des industriales o comerciales, relacionadas con la producción o dis-

tribución de mercancías o con los servicios que a continuación se ex-

presas: 

I, - Artículos alimenticios de consumo generalizado¡ 

II. - Efectos de uso general para el vestido de la pobla -

ción del País; 

111, - Materias primas esenciales para la actividad de la 

industria nacional; 

IV, - En general, los productos que representen renglo-

nes considerables en la actividad económica mexicana. 

No quedarán comprendidas en las disposiciones de este 

artículo las mercancías de lujo, 

V. - Artículos producidos por ramas importantes de la 

industria nacional; 

VI. - En general, los productos que representen renglo-

nes considerados a la actividad económica mexicana, y 

VII, - Los servicios que afecten a la producción y distri-

bución de mercancías anotadas en las fracciones precedentes y que no 

, i están·sujetas a tarifas expedidas por autoridad competente y fundadas 

en la ley, 

El Ejecutivo determinará las mercancías y los servicios 

que deban considerarse incluidos en cada una de las fracciones de es-

te artículo, en relación con los textos de la presente ley". 

Por decreto publicado en el Diario Oficial del día 4 de 
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de enero d• 1951 se declaren cual•• son \as meroancías comprendidas 

en cada una de ¡as !recciones del ,articulo antedo<. Aunque en términO' 

gene<•l•• se pueda afin®r que \as me,.ancfas a que se refiere est• ñA" 

croto son o pueden ser entendidas como de "lnterés gene'81", que las 

razcnes ru<puesta• para \a aprobaci6n de esta ley coincidan en parte con 

el espíritu del articulo 28 Co"'t1tuc1onal pues tiende a evitar l• espacu· 

1aci6n con los articulo• de p<1oner• necesidad y evitar también ventajas 

exciu•iVª' •en favor de una persona o gmpo de personas en detrimento 

.del públ!CO en general o de alguna clase social", no per ello puode a pro· 

ba"º en tos términos en que se encuentra el artículo \o. de la Ley, pues 

da cabida a una absoluta po!ític• de precios manejada por el Estado al 

excluir enxealidad tan s6io a los articulo• de lujo, yendo en contra d• 

la libre concurrencia que la Constituci6n defiende. 
>l continuar con el anOll•i• de esta ley, salta a la vista 

el profundo estat!Smo de que está impregnad•: en el articulo 40, faculta 

al Ejecutivo pare obligar a ¡as personO' que tengan existencia• de mer 

cancías a que se refiere el articulo lo. para ponerlas a la venta a los 

pteeioS que no .,ceden de lo• máximos autor1Zadoo: (lo que constituye 

un ataque d1tecto al articulo 14 constitucional, dándole facultades al 

Ejecutivo que s6io puede tened•• en los casos y balo \as cltcunstan· 

el•• que p<ev!ene el articulo 29 de la carta Magna) en el 5o, lo faculta 

para tomar las siguientes medidas: 
"l. - Determinar la forma en que deba realizarse la dis -

tdbuci6n de artfoulos que se produzcan en el país o que se importen: 

2 • - imponer ,ac!onamlentos, con la intervencfon oficial 

que sea necesaria: 
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3. - Establecer prioridades, para atender demandas 

preferentes por razones de interés general", 

En el 60. lo autoriza para definir el uso preferente que 

deba darse a las mercancías comprendidas en el artlculo lo.; en el 

80. faculta al Ejecutivo para decidir las mercancías que "preferente­

mente deberán producirse por las fábricas"; en el 120. autoriza al Eje­

cutivo para "decretar la ocupación temporal de negociaciones industria­

les, cuando ello sea indispensable para mantener o incrementar la pro­

ducción de mercancías que se declaren comprendidas en el artículo lo, 

de esta Ley. 

También procederá la medida a que se refiere el párrafo 

anterior, cuando sea indispensable, a fin de que las actividades de la 

empresa respectiva se desarroJEn conforme a las disposiciones que las 

autoridades dicten con apoyo en la presente ley o sus reglamentos. 

Todas estas disposiciones constituyen un ataque direc­

to al artículo 14 Constitucional, una privación de las garantías indivi­

duales, pretenden darle facultades al Ejecutivo, que solo puede tener­

las en los casos y bajo las circunstancias que previene el artículo 29 

de la Carta Magna. 

En este trabajo se ha ido sosteniendo que el Estado 

tiene facultades para imponerle a la empresa privada las modalidades 

que dicte el interés público, pero siempre teniendo como límite la liber­

tad y dignidad humanas; por ello la justificación de un sistema de precios 

impuesto por _el Estado en forma general, absoluta, no basado en los re­

quisitos que pide fa Constitución, no es posible, pues termina con la 

libre concurrencia; cabe también afirmar que a la fecha no existe un 
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sistema de precios como el que autoriza la Ley, sino que se ha limita-

do más bien a los artículos de primera necesidad. 

En cuanto al resultado de la aplicación parcial de esta 

Ley el Dr, Martínez LeClainche* dice "Los objetivos fundamentales que 

en materia de precios han seguido nuestras autoridades, con fundamen-

to la mayoría de ellos en la Ley sobre Atribuciones del Ejecutivo Fede-

ral en Materia Económica, pueden resumirse en la focma siguiente: 

evitar las elevaciones injustas de precios: impedir especulaciones con 

los artículos de precio controlado; vigilar el cumplimiento de los precios 

oficiales; auspiciar la reducción del aparato de distribución y, finalmen-

te, establecer precios de garantfa para los productos agrícolas. 

Las medidas aplicadas para el logro de los objetivos an:-

teriores han dado como resultado que en el ámbito latinoamericano Mé-

xico haya sido uno de los países que durante la década logró controlar 

con éxito las presiones inflacionarias. En el período 1950-1956 el in-

dice del Costo de la Vida Obrera creció a una tasa anual de 8. 4%, en 

tanto que para el período 1957-1960 dicho crecimiento fué de 6,0',ó, 

En períodos semejantes el índice de Precios al Mayoreo que elabora el 

Banco de México, manifestó respectivamente un movimiento anual de 

fl.9% y 3. 7%. 

Ln moderada elevación de los precios sobre todo a partir del año de 

1955 se locali:?:a en la conjugación de los efectos ejercidos por el des-

tino del gasto público; en la política selectiva de crédito, en la polfti-

ca de comercio exterior por virtud de la cual ha sido posible regular 

adecuadamente el crecimiento de las importaciones, con resultados 

*Dr. Roberto Martínc!! Le Cla inche, Págs. 21 y 22 del Vol. II Memoria 
de la Primera Comisión. CONAPRU. 



101 ... 

de indudable importancia para el mantenimiento de la estabilidad 

cambiarla; en el proceso de industrialización, que al acelerar la 

sustitución de importaciones ha jugado también un papel importan-

te en el mantenimiento del tipo de cambio, así c-'.lmo 3n la ¡.;olítica 

monetaria cuyamanipulación ha hecho posible regular adecuad.:imen-

te los niveles de liquidez de la economía. Estas medidas, entre otras, 

al incrementar la capacidad productiva del país contribuyeron a atenua1 

en forma importante la elevación de los precios. 

Además de los efectos qUl.! indirectamente se han deri-

vado de la mayor capacidad productiva del pa1s, por lo que hace a la 

tendencia de los precios, el sector público, con el objeto de proteger 

la capacidad adquisitiva de la población, ha ejercido' 'S istemá ticamen -

te una política directa de precios tendiente a mantener estabilizado el 

valor de productos de consumo altamente generalizado. 

La política de control de precios sobre artículos de con-

sumo básico ha sido objeto de particular atención por parte de las auto-

ridades competentes. La oferta y distribución de dichos productos, por 

conducto de la Comisión Nacional de Subsistencias Populares ha cons-

tituido, así mismo, un factor de suma importancia para proteger la capa-

ciadad de consumo de sectores de ingresos reducidos. Por otra ,arte, me-

diante el establecimiento de precios de garantía a los agricultores, ha 

sido posible acondicionar ingresos adecuados para un núcleo muy im-

portante de ese sector y mantener a su vez, precios asequibles para 

los consumidores; finalmente, tanto la promoción de un sistemil más 

amplio de almacenes y bodegas como la aplicación de un{p~lítica de 

regulación y abasto ele artículos de consumo necesario han coadyu\'ado 
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a impedir elevaciones desmedidas en los precios de los artículos de 

importancia fundamental". 

En la Ley Orgánica del artículo 28 Constitucional en ma -

teria de Monopolios del 29 de agosto de 1934 encontramos disposiciones 

relativas a la fijación de precios; las cuales pese a que contrastan con 

las citadas como fundamento de la Ley de Atribuciones al Ejecutivo Fe­

deral en materia económica contrastan por su mayor apego a las disposi­

ciones. Constitucionales y menor dosis de estatismo. 

En el artículo lo. no hace sino repetir la prohibición de la 

existencia de monopolios y estancos; en el 2o. lo que se entiende por es­

tancos; en el 3o. define lo que para los efectos de esa ley se entiende 

por monopolio,dic!endo: "toda concentración o acaparamiento industrial 

o comercial y toda situación deliberadamente creada, que permiten a una 

o varias personas determinadas imponer los precios de los artículos o las 

cuotas de los servicios, con perjuicio del público en general o de alguna 

clase social"; en el 4o. dispone los casos en que se presumirá la existen­

cia de un monopolio, salvo prueba en contrario; en el So. que circunstan­

cias, situaciones u ocupaciones se presumirán tendientes al monopolio; 

en el 60. excluye de las presunciones a que se refiere el artículo 4o. a 

las empresas de servicios públicos concesionados y a aquellas en las 

que el Estado participe como accionista o asociado. 

Es en el artículo 7o. donde se encuentran las primeras 

disposiciones relativas a la fijación de precios, pero la condiciona a la 

norma constitucional: .. 7o. Cuando de hecho exista una concentración o 

un acaparamiento industrial o comercial, o una situación no deliberada­

mente creada, que permita a una o varias personas determinadas imponer 
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l2D. precioa de los arj:!culQs o las cuotas de los seNicios, con perfuicio 

del púl;>lico en general o de qlguna claae sQcial. el Ejecutivo Federal es­

tará facultado para dictar, previa consulta del Consejo Nacional de Eco­

nomía, las me.didas siguientes: 

I. - Fijar los precios máximos de los artículos o las cuotas 

de los servicios¡ 

II. - Disponer la obligación a quienes tengan existencia de ar­

tículos de ponerlos a la venta a precios que no excedan de los máximos que 

se fijen; 

III. - Imponer la obligación de proporcionar al público los ser­

vicios que se consideren necesarios, teniendo en cuenta las condiciones de 

las empresas, conforme a las cuotas que se fijen; y 

IV. - Promover y estimular el establecimiento de explotacio­

nes o industrias similares, otorgandoles los subsidios o franquicias que se 

estimen convenientes. 

Los artículos 80. y 9o. han sido señalados como el funda­

mento de la Ley de Atribuciones al Ejecutivo Federal en Materia Económica 

en lo que se refiere a la fijación de precios, ya que éstos establecen: 

"Art. So. Tratándose de artíclt>s de consumo necesario, el Ejecutivo Fede­

ral, cuando a su juicio lo requieran las circunstancias del mercado, podrá 

adoptar las medidas a que se refiere el artículo anterior. Art. 9o. Los re­

glamentos de esta ley determinarán cuales artículos deben ser considera -

dos corno de consumo necesario". El 23 de diciembre de 1941 fué publica­

do en el Diario Oficial el Reglamento sobre artículos de consumo necesa­

rio, Como puede verse, la Ley de Atribuciones al Ejecutivo Federal en 

Materia Económica, sobrepasó en mucho la ya discutible posición que 
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guarda esta Ley Orgánica del artículo 28 Constitucional en sus artículos 

So. y 9o., que se supone son su fundamento. 

De esta Ley destacan por su importancia dos preceptos 

más, el 130. y el 140. a los cuales ·se ha hecho referencia al hablar de 

la Ley de Fomento de Industrias Nuevas y Necesarias. 
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2. - LA PIANEACION DEMOCRATICA DE LA INDUSTRIA. 

Se ha visto hasta ahora toda una serie de leyes que 

basadas en la Constituci(m facultan al Ejecutivo para que con funda -

mento en ellas intervenga en la economía en general y en la industria 

en particular enfocadas a la búsqueda de un mayor desarrollo econó­

mico¡ es más si ·analizamos la ley de Secretarías y Departamentos 

de Estado en ella encontramos que unas dependencias en forma más 

dU-ecta que otras están facultadas para intervenir en la búsqueda de 

ese desarrollo económico que traiga consigo la elevación del nivel 

de vida socio-económico del mexicano. Se ha visto que el fundamen­

to económico de todas estas leyes intervencionistas se encuentra en 

que es imposible lograr ese desarrollo dentro de un régimen de abso­

luta libre empresa, y así es opinión de los mismos empresarios que 

es necesario que Estado y Sector Privado se unan para proclamar ese 

desarrollo principalmente a través de la formación de un fuerte merca -

do interno pues de otra forma se continuará rep!tienao el problema de 

la escasez del meroado y c;:apital de inversión; sin embargo cualquier 

plan de coonlinación de actividades de ambos sectores deberá de cui -

dar de no ponerse al margen de la Constitución destruyendo en forma 

alguna el regimen de libertad que ella misma consagra. 

A pesar del progreso que hemos tenido, persisten pro­

blemas graves; en particular el atraso relativo de las actividades pri­

marias y el de algunas regiones, Más de la mitad de la población vi -

ve en el campo y su participación en el producto nacional es inferior 
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a la cuarta parte; en algunas regiones en que las condiciones ambien­

tes han sido men'ós própicias se advierte un retraso relativo que ha lle­

vado a provocar emigración de sus habitantes, no sÓlo a otras regiones 

del País, sino inclusive fuera de nuestras fronteras. 

Algo muy importante en un proceso de desarrollo es redu­

cir la diferencia en los ritmos de crecimiento de las actividades y zonas, 

es pugnar porque los distintos sectores satisfagan un mayor número de 

necesidades, es equilibrar los campos económicos a fin de lograr que 

ic;u desarrollo armónico propicie la existencia de condiciones de vida 

adecuadas en las diferentes áreas de ocupación y en las distintas re­

giones. 

El número y la complejidad de los elementos de Juicio 

que deben tomarse en consideración para orientar el esfuerzo del desa­

rrollo, la necesaria jerarquización de los objetivos y el problema de 

lograr la elevación simultánea del nivel de empleo y del nivel de ingre­

so llevan a la conclusión de que es deseable la existencia de un progra­

ma integral a largo plazo que destaque los medios de desenvolvimiento, 

los ordene en función de sus efectos para el bien común y reuna en un 

solo esfuerzo al sector público y a los particulares . 

El concepto de ese plan que tienda a resolver losproble­

mas económicos del país a largo plazo, implica la existencia de un or­

ganismo encargado de elaborarlo; la ejecución de las actividades enea -

minadas a lograr los objetivos del plan hace necesario adaptarlas a las 

circunstancias especiales de cada región y para ello tiene que contarse 
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con programas regionales; por último el concurso que se pida a cada 

sector de actividad, obliga a la elaboración de proyectos sectoriales 

en que definan los planes de acción de cada sector o para cada rama 

de actividad. 

En la actualidad no se concibe administración alguna que 

no procure cuando menos, racionalizar su presupuesto, ordenar y jerar-

quizar sus gastos y, en resumen elaborar un plan de gobierno; as! mis-

m'o ya no debe el sector privado quedarse sin una programación de sus 

inversiones sin coordinarlas con las del Estado, Incluso en el plano 

internacional existen verdaderas planeaciones económicas que llegan 

a casi todo un hemisferio como es el caso del programa de la Alianza 

para el Progreso, en el que de acuerdo con la Carta de Punta del Este 

los países participantes se comprometieron a llevar a cabo profundas 

reformas económicas y sociales. 

*"La idea de una planeación económica institucional 

surgió en México bajo la influencia de la gran depreción económica 

de 1929 y de los planes de la Rusia Soviética. 

El primer ensayo fué el llamado Plan Sexenal 1936-1940 

que en realidad constituyó una plataforma política del Partido Nacional 

Revoluci~nario, más que un plan económico. No contenía metas defini-

das de tipo económico ni señalaba procedimientos prácticos para lograr 

un mejor desarrollo, 

En el segundo Plan Sexenal 1941-1946 se recomendaba 

la creación de un Congreso Nacional de tipo consultivo con representa -

* Ponencia presentada al V Congreso Nacional de Industriales, 
Edición Mimeográfica. 
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ciones de todos los sectores, para delinear un plan de acción en el 

campo económico. 

En realidad estos dos planes no tuvieron vigencia y cons­

tituyeron tan solo documentos de tipo político electoral. Adolecieron del 

defecto grav.e de haber sido formulados por funcionarios de una adminis­

tración saliente para un nuevo gobierno que por tradición y razonei. polí­

ticas no estaba obligado a una continuidad en la política económica. 

En 1946 surgió un nuevo concepto en la planeación al ini­

ciar su campaña electoral el licenciado Miguel Alemán. Se abandonó la 

idea de crear un plan por un grupo reducido de técnicos, para ser susti­

tuida por la creación de las llamadas Mesas Redondas en las cuales f¡ar-· 

ticipaba activamente el candidato, junto con representantes de todos los 

sectores . En aquella época el doctor Manuel ~erman Parra manifestó que 

ei futuro Presidente deseaba que su plan de Gobierno no se limitara a 

expresar su opinión personal y la de un pequeño grupo de expertos. 

A pesar de que las conclusiones y recomendaciones, pro­

ducto de las Mesas Redondas, se consignaron por escrito, nunca llegaron 

a traducirse en un ordenamiento coherente de política gubernamental en 

materia económica. 

El desarrollo económico del país durante los regímenes 

del general Avila Camacho y del licenciado Alemán fué bastante acele­

rado, como resultado espontáneo, y no planeado, de la Segunda Guerra 

Mundial. El ambiente de estabilidad política y el estímulo a la inversión 

privada fueron factores que impulsaron la industrialización y el desarrollo 
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económico. 

Sin embargo, en esta época surgió un nuevo fenómeno 

que ha causado seria preocupación al Sector Privado: la creación de 

los organismo y empresas descentralizadas y de participación estatal,. 

para manejar actividades económicas encomendadas al Estado por la 

Constitución y para emprender actividades industriales en aquellos 

campos en que el Sector Privado había sido omiso o insµficiente. 

En 1947, bajo el Gobierno del licenciado Alemán, se 

creó la Comisión Nacional de Inversiones para controlar, auditorear 

y coordinar las actividades de todos estolil organismo descentralizados. 

Pero quizá el acontecimiento que más impacto tuvo en 

nuestra vida económica en aquella época fué la expedición de la Ley 

de Atribuciones al Ejecutivo Federal .en Materia Económica, de fecha 

30 de diciembre de 1950. 

Este ordenamiento, según las palabras de un ex-Presiden­

te de la Confederación de Cámaras Industriales, colocó una pistola amar­

tillada en el vientre del Sector Privado, pistola que todavía existe con 

toda su inquietante realidad, aunque si bien es cierto, ha sido usada 

con sobriedad y prudencia. 

Este ordenamiento constituye el fundamento legislativo 

más inmediato para a intervención del estado en la vida económica del 

país. Le da al Gobierno las facultades para convertir en compulsiva 

cualquier medida indicativa que pueda establecerse en un plan de desa­

rrollo económico. Introdujo una mayor incertidumbre y falta de fijeza en 
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las normas que rigen nuestra economía, por la discrecionalidad que 

establece respecto a las facultades del Sector Público para actuar 

en el campo económico, 

Durante el Gobierno del señor Ruiz Cortinas nació una 

nueva Comisión de Inversiones directamente bajo las oficinas de la 

P~ésidencia. Tenía encomendada la tarea de formular un programa de 

inversiones públicas y de coordinarlas, determinando su monto y 

prioridad. Se estableció que ninguna dependencia gubernamental oodr!a 

llevar a cabo inversiones no aprobadas por la Comisión. 

La actuación de la Comisión de Inversiones creada por 

el Presidente Ruiz Cortinas, fué útil como instrumento de buen Gobier­

no y mereció el elogio de organismos internacionales como las Nacio­

nes Unidas y el Banco Mundial, 

Mediante decreto de 25 de junio de 1954 se creó el Con­

sejo de Fomento y Coordinación de la Producción Nacional, como órgano 

de consulta del Gobierno Federal para examinar los problemas ligados 

con la producción agrícola industrial y proponer al Estado medidas con­

cretas para el incremento equilibrado de dicha producción. 

Nunca se pretendió darle a este Consejo la función de 

elaborar un plan de desarrollo económico y exclusivamente se le some­

tieron a su estudio y consideración problemas concretos, 

La idea de crear un Consejo Coordinador con participa -

ción de todos los sectores tenía mérito y podía haber logrado éxito en 

caso de que el Consejo hubiera contado con un presupuesto adecuado 
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para sus trabajos. Es interesante sei\alar que el Consejo fué de carác­

ter consultivo, coordinador de los esfuerzos del sector público y del 

sector privado, y sus resoluciones no eran coercitivas para ninguno de 

los dos sectores. 

El Presidente López Mateas, durante su período pre-elec­

toral, organizó los Consejos de Planeación Económica y Social, con la 

Participación de representantes de todos los sectores. El propósito de 

estos Consejos fué, según expresión oficial, recibir las demandas del 

pueblo, jerarquizarlas, y elaborar con ellas un catálogo de necesidades 

y posibles soluciones que pudieran servir de base a un programa de Go­

bierno. No se trataba de constituir un órgano permanente de consulta o 

de planeación y por esta razón los Consejos !lejaron de actuar cuando 

se inició el Gobierno del licenciado López Mateas. 

Con el cambio de administración a fines de 1958 fué crea­

da la Secretaría de la Presidencia con el propósito de que fungiera como 

órgano de coordinación gubernamental en materia económica. La Comi­

sión de Inversiones quedó incorporada dentro de la Secretaría de la 

Presidencia bajo la denominación de Dirección de Inversiones Públi-

cas y se creó la Dirección de Planeación. 

Se establecieron normas rígidas prohibiendo toda inver­

sión pública que no hubiera sido previamente aprobada por la Secreta­

ría de la Presid,encia. 

Se ha sabido muy poco respecto a la s actividades de Ja 

Dirección de Planeación en virtud de que sus trabajos se han llevado a 
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cabo sin la participación del Sector Privado. Sólo se tienen noticias 

de que se han elaborado estudios concretos sobre la industria del 

acero, turismo, desarrollo de la Península de Yucatán, etc. 

Mediante Acuerdo Presidencial de lo. de marzo de 1962 

se constituyó una Comisión Intersecretarial integrada por representan­

tes de las Secretarías de la Presidencia y de Hacienda y Crédito Públi­

co, con el fin de formular de inmediato planes nacionales para el desa­

rrollo económico y social del país a corto y largo plazo. 

En los Considerandos de este Acuerdo se establece que 

la Secretaría de la Presidencia está facultada para planear, coordinar 

y vigilar la inversión pública y la de los organismos descentralizados 

y empresas de participación estatal, y que la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público tiene la función de proyectar y calcular los ingresos y 

egresos y formular los proyectos de presupuesto, razón por la cual la 

coordinación de las actividades de estas dos dependencias puede lo­

grar resultados favorables. A esta nueva Comisión Intersecretarial se 

le encomendó, como se ha dicho anteriormente, formular planes nacio­

nales para eldesarrollo económico a corto y largo plazo. 

Como resultado de la creación de esta Comisión fué ela­

borado el llamado Plan de Acción Inmediata (1962-64), en el cual no 

se le dió intervención alguna al sector privado. El propósito fundamen­

tal del Plan de Acción Inmediata fué satisfacer los requerimientos de la 

Carta de Punta del Este. En dicho plan se estableció como meta la de 

lograr un 5.4% de aumento anual en el producto nacional, equivalente 
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i:l menos de un 2% de aumento neto en el ingreso por habitante, Los 

planificadores consideraron que para lograr esta meta sería necesa­

rio aumentar la inversión de un 15. 5% del Producto Nacional al 18, 4%. 

Esto requeriría inversiones de 80 mil millones de pesos, en compara­

ción con los 62, 5 mil millones de pesos invertidos en el período 

1959-61, estimándose que la mitad la aportaría el sector público y 

la otra mitad el sector privado" . 

"El Plan de Acción Inmediata ha sido considerado cuü10 

el primer programa global de desarrollo nacional que abarca tanto al 

sector público como al sector privado, Su texto se ha mantenido en 

forma confidencial, por lo tanto no es posible expresar una opinión 

acerca de él, sin embargo, sí se puede manifestar qu.e adolece del 

grave defecto de no haberse formulado con participación del sector 

privado". 

"El 19 de septiembre de 1963 la Comisión Senatorial de 

Planeación, presentó a la consideración de la Cámara de Senadores 

un proyecto de Ley Federal de Planeación. La Exposición de Motivos 

contiene las siguientes considei;aciones que marcan el criterio cen­

tral con el cual fuá elaborado el proyecto: 

Según el texto de la Ley las actividades de planeación 

estarían encomendadas a los siguientes organismos: a) Comisión Na­

cional de Planeación, b) Comisiones Sectoriales, c) Subcomisión de 

Financiamiento, d) Subcomisión de Coordinación Regional, y e) Di­

recciones de Planeaciones. 
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La Comisión Nacional dependería directamente del 

Presidente de la República, quien haría la designación de sus inte­

grantes. El Sector Privado sólo tendría representantes en las Comi­

siones Sectoriales, a pesar de que se establecía que la planeación 

sería de tipo sectorial, con intervención del Sector privado, y que 

dicha planeación sería de carácter obligatorio para el Sector Públi­

co y meramente indicativa o de simple orientación para el Sector 

Privado. La política general y las resoluciones fundamentales esta­

rían encomendadas a una Comisión Nacional de Planeación manejada 

bajo el control exclusivo del Sector Público. 

, , ~ 1 
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CONCLUSIONES. 

1. - Nuestra Constitución en materia económica, a la vez que proclama 

principios liberalistas, faculta al Estado para intervenir en la economía 

con fundamento en el interés de la colectividad en general y de las cla -

ses débiles en particular y de la falta de capacidad de un liberalismo 

económico para lograr un mayor y mejor desarrollo económico, 

2. - Es necesaria la industrialización del País para lograr elevar el ni­

vel de vida económica y soci-:ü de todos los mexicanos. 

3. - Para el logro de esa industrialización es necesario que el Estado 

intervenga en la industria, 

4. - Toda intervención deberá fundarse siempre en la Ley y ésta a su 

vez en la Constitución. 

5, - Es la Ley de Fomento de Industrias Nuevas y Necesarias uno de los 

instrumentos más eficaces para el desarrollo económico, sin embargo, 

creo conveniente se le dé más flexibilidad tanto para su aplicación co­

mo en sus principios, para que cumpla mejor con el fin para el que fué 

creada. 

6. - La depreciación y la reinversión de utilidades son medidas que al 

haber sido adoptadas por la Ley del Impuesto sobre la Renta hicieron 

que ésta se convirtiera en una de las principales leyes para la conser­

vación y fomento de la industria nacional. 

/ 
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7, - Sería deseable que la Ley del Impuesto sobre la Renta adoptara 

en materia de reinversión de utilidades una mayor flexibilidad como 

ya lo ha hecho con la depreciación al adoptar y reglamentar la depre­

ciación acelerada, 

8. - En materia arancelaria es necesario que haya mucha precaución 

para evitar que se protejan a industrias que por su ineficiencia dañen 

al desarrollo económico del País , 

9. - La Ley de Atribuciones al Ejecutivo en Materia Económica, unica­

mente se Justifica Constitucionalmente en materia de precios, si atien­

de a los artículos de primera necesidad y siempre y cuando cuide de no 

acabar con el incentivo y libertad indispensables. 

l O. - Un absoluto sistema de precios, no cabe dentro de nuestra Cons -

titución pues es terminar con la libre concurrencia que ella misma pro·­

clama en el artículo 28, 

11. - En materia de Planeación han sido muchos los esfuerzos realiza­

dos, pero aún no existe un verdadero programa que abarque a todos los 

sectores, 

12, - En nuestra Constitución, sólo cabe una planeación democrática 

en la que participen ambos sectores~ público y privado. 
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13, - Entre otros fines la Planeación deberá tender a coordinar todas 

esas leyes que en una u otra forma intervienen en la industria, para 

unificar los esfuerzos y dirigir su acción. 

14. - Es necesario que el jurista se avoque al estudio de institucio­

nes y términos que generalmente han sido considerados como exclu­

sivos de la Ciencia Económica, tales como los de "empresa", "orga­

nización", "industria". 
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